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Se abre la sesión a las diez y diez minutos de la
mañana.

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Darmen-
drail): Buenos días, señorías. Vamos a comenzar la
sesión con el debate y votación de las propuestas de
resolución. (La señora Costa Campi pide la pala-
bra.)

Señora Costa, ¿a qué efectos desea usted intervenir?

La señora COSTA CAMPI: Señor presidente, a
efectos de expresar nuestra perplejidad en relación con
el orden del día.

El señor VICEPRESIDENTE: ¿Podría especifi-
car, señora Costa?

La señora COSTA CAMPI: Sí, señor presidente.
En la última reunión de Mesa y portavoces, celebra-

da el día 11 de septiembre, se acordó un orden del día
distinto al que hemos recibido en nuestros despachos,
que es el que hoy tiene previsto llevar a cabo la Comi-
sión. Pues bien, ese orden del día del 11 de septiembre
incorporaba un informe relativo a Ercros que después
ha decaído, no aparece. Y además quiero informar a

esta Comisión, a efectos de que conste en el «Diario de
Sesiones», que el presidente de la misma, don Gabino
Puche, se puso en un primer momento en contacto con
los portavoces, al menos con el del Grupo Socialista,
para incorporar también la cuenta general, a lo que mi
grupo dio su beneplácito; sin embargo, el señor presi-
dente de esta Comisión posteriormente decidió retirar
dicha propuesta. La conversación respecto a la cuenta
general se hizo sin acta y solamente puedo dar fe de las
conversaciones habidas; no obstante, quiero manifestar
mi más enérgica protesta por el hecho de que no se
haya seguido el Reglamento de esta Cámara respecto al
acuerdo tomado el 11 de septiembre y por la desapari-
ción del informe relativo a Ercros del debate. Evidente-
mente, la desaparición de dicho informe no es ajena a
las personas a las que afecta, que hoy están en contien-
da electoral en Cataluña. Me parece absolutamente
inadmisible que se haga un uso electoralista de la reti-
rada de un informe del orden del día. Nada más. (El
señor Bardisa Jorda pide la palabra.)

El señor VICEPRESIDENTE: ¿A qué efectos
solicita usted la palabra, señor portavoz?

El señor BARDISA JORDA: Señor presidente,
usted ha dado la palabra a la portavoz del Grupo Socia-
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lista y yo también quiero dar mi explicación acerca del
orden del día. (La señora Costa Campi: No es una
explicación, es el Reglamento el que lo impide.)

El señor VICEPRESIDENTE: Tiene usted la pala-
bra.

El señor BARDISA JORDA: Efectivamente, el
Reglamento de la Cámara establece que el orden del
día de las comisiones lo decide la Mesa de cada Comi-
sión. Por tanto, es la Mesa de esta Comisión la que
tiene que fijar el orden del día de cada sesión y en abso-
luto —que conste en el «Diario de Sesiones» la protes-
ta del Grupo Popular— va a ser el Grupo Socialista
quien lo haga. (La señora Costa Campi: No lo entien-
de.) Y con respecto al uso electoralista de dicho infor-
me, a lo mejor lo que quiere el Grupo Socialista es
hacer ese uso incluyéndolo en el orden del día cuando
no procede. (La señora Costa Campi: No lo entien-
de, señor presidente.) Así pues, señor presidente, esta
es la posición del Grupo Popular.

El señor VICEPRESIDENTE: Señorías, simple-
mente quiero manifestar que, efectivamente, en la reu-
nión de Mesa y portavoces se encontraba la propuesta
que la señora Costa ha señalado y que posteriormente
—usted misma lo ha dicho—, en una reunión informal,
ustedes decidieron introducir la cuenta general. Pero la
razón es mucho más sencilla que todo eso. El presiden-
te —esto es uso y costumbre de la casa desde hace
muchos años—, visto, como han visto SS.SS., el orden
del día, simplemente decidió quitar un punto y no hay
ninguna explicación más sencilla que esa. Constará en
acta su protesta, así como las palabras del portavoz del
Grupo Popular.

DEBATE Y VOTACIÓN DE LAS PROPUESTAS
DE RESOLUCIÓN:

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL AYUN-
TAMIENTO DE NUEVO BAZTÁN (MADRID).
(Número de expediente Congreso 251/000103 y
número de expediente Senado 771/000102.)

El señor VICEPRESIDENTE: Sin más, pasamos
al debate y votación de las propuestas de resolución.
Primer punto del orden del día: Informe de fiscaliza-
ción del Ayuntamiento de Nuevo Baztán. Ha presenta-
do propuestas de resolución el Grupo Socialista, para
cuya defensa tiene la palabra el señor Acosta.

El señor ACOSTA CUBERO: Señor presidente,
permítame un excurso. El orden del día que hoy vamos
a debatir no ha sido aprobado por la Mesa. La Mesa no
se ha reunido para aprobar este orden del día; se aprobó
uno el 11 de septiembre y este orden no ha sido aproba-
do. Le he dicho esto al señor Bardisa…

El señor VICEPRESIDENTE: Señor Acosta, limí-
tese a su intervención, puesto que eso ya ha sido aclara-
do por el portavoz y por esta presidencia.

El señor ACOSTA CUBERO: Ya voy a mi inter-
vención.

Hemos presentado, señor presidente, tres propues-
tas de resolución sobre el informe del Nuevo Baztán
que recogen y condensan las conclusiones del Tribunal
de Cuentas en torno a dicho ayuntamiento. La primera
indica a dicho ayuntamiento la necesidad de dotarse de
una organización administrativa eficaz, puesto que era
destacado y destacable por el informe el desastre de la
organización administrativa en el período auditado.
Hay que recordar que fueron tres equipos de gobierno
distintos los que estuvieron rigiendo dicho ayuntamien-
to en ese espacio de tiempo. La segunda también le
indica al ayuntamiento que sobre los aspectos de la ges-
tión económica financiera adopte las medidas que reco-
mienda el Tribunal de Cuentas para garantizar una
mejora de la gestión municipal. Había aquí también
otro desastre en torno a la gestión financiera y se le
indica al ayuntamiento la necesidad de que regularice
las situaciones que el Tribunal de Cuentas denuncia. La
tercera solicita al Tribunal de Cuentas la información
correspondiente acerca de lo que nos informó el señor
presidente del Tribunal de Cuentas en su comparecen-
cia sobre las responsabilidades contables, en doce ope-
raciones por 17,5 millones de pesetas y otras por 0,7
millones de pesetas, para ver qué trámite se ha seguido
y qué consecuencia ha tenido eso de lo que el señor
presidente del Tribunal de Cuentas, a instancias de este
diputado, nos informó en su comparecencia del mes de
junio.

Como no hay otras propuestas de resolución, no me
puedo pronunciar sobre ellas.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra la señora Aguado.

La señora AGUADO DEL OLMO: En la Comi-
sión hicimos una valoración del informe de fiscaliza-
ción del Ayuntamiento de Nuevo Baztán e hicimos
todos referencia, incluso el señor presidente del Tribu-
nal de Cuentas, a que nos encontrábamos con las mis-
mas insuficiencias y los mismos defectos y falta de
recursos que sufren todos los ayuntamientos pequeños.
Nos parece suficiente la totalidad de las recomendacio-
nes realizadas por el Tribunal de Cuentas relativas al
control interno, al sistema contable y a otros aspectos
de la gestión económico-financiera. Por eso entende-
mos que estas recomendaciones son proporcionales al
informe que se ha emitido por parte de este tribunal
que, en ningún caso, ha pedido responsabilidades. Con
referencia a las 12 operaciones por 17,5 millones y otra
por 0,7 millones, el ministerio fiscal apreció presuntas
responsabilidades contables que están en trámite en la
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correspondiente sección de enjuiciamiento, como
explicó el señor Nieto de Alba en su intervención. Por
tanto, no entendemos estas propuestas que presenta el
Grupo Socialista y no vamos a apoyar estas resolucio-
nes.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LOS
GASTOS DERIVADOS DE LA PARTICIPA-
CIÓN DE LAS FUERZAS ARMADAS
ESPAÑOLAS EN OPERACIONES DE PAZ DE
ORGANIZACIONES INTERNACIONALES,
EJERCICIOS 1997-1998. (Número de expedien-
te Congreso 251/000104 y número de expediente
Senado 771/000103.)

El señor VICEPRESIDENTE: Pasamos al punto
segundo del orden del día: Informe de fiscalización de
los gastos derivados de la participación de las Fuerzas
Armadas españolas en operaciones de paz de organiza-
ciones internacionales, ejercicios 1997-1998. Se han
presentado propuestas de resolución por parte del
Grupo Parlamentario Popular y del Grupo Parlamenta-
rio Socialista.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra el señor Camacho.

El señor CAMACHO SÁNCHEZ: Señor presi-
dente, una cuestión de orden. Normalmente creo que
suele intervenir en primer lugar quien ha presentado la
propuesta de resolución. Por tanto, por el orden que
tienen, correspondería al Grupo Popular intervenir pri-
mero.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra el señor Bardisa.

El señor BARDISA JORDA: El Grupo Parlamen-
tario Popular ha presentado cuatro propuestas de reso-
lución. En la número 1 pedimos que se inste al Gobier-
no a que continúe en el desarrollo de una normativa
específica de aplicación al control del gasto en las
misiones de paz, de seguridad y de ayuda humanitaria
de las Fuerzas Armadas de España en el exterior. En la
número 2 se insta al Gobierno a que continúe homoge-
neizando los procedimientos de gestión de gasto en los
cuarteles generales del Ejército, con el fin de mejorar el
control interno de la gestión. En la número 3, se insta al
Gobierno a que adecue la previsión presupuestaria
anual y agilice los procedimientos para las modifica-
ciones de crédito, a fin de afrontar los compromisos de
gasto en las misiones de nuestras Fuerzas Armadas
fuera de nuestras fronteras. Y la última y número 4, ins-
tar al Gobierno a que desarrolle, en su caso, la normati-
va existente sobre retribuciones del personal que parti-
cipe en las misiones de paz, de seguridad y ayuda
humanitaria, que permita el conocimiento exacto por
los efectivos que participen en las mismas.

En cuanto a las propuestas de resolución del Grupo
Parlamentario Socialista, estaríamos de acuerdo en
votar afirmativamente la número 1 en el caso de que
dicho grupo acepte una transaccional consistente en
cambiar una palabra en la primera línea. Diría: «La
Comisión Mixta insta al Gobierno a adecuar» en vez de
«a presupuestar». Se trata únicamente del cambio de
esta palabra por considerarla más acorde con el objeti-
vo y fin de la propuesta de resolución. Votaríamos en
contra de la propuesta de resolución número 2 porque
no procede la integración en un programa presupuesta-
rio único, y afirmativamente la propuesta de resolución
número 3, del Grupo Parlamentario Socialista, y la
número 1 en el caso, como digo, de que el Grupo Parla-
mentario Socialista acepte la transaccional.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista, tiene la palabra el señor Camacho.

El señor CAMACHO SÁNCHEZ: Señor presiden-
te, paso a defender las tres propuestas de resolución
presentadas por el Grupo Parlamentario Socialista al
informe de fiscalización de los gastos derivados de la
participación de las Fuerzas Armadas españolas en ope-
raciones de paz.

Mi grupo ha presentado tres propuestas de resolu-
ción que son copia prácticamente exacta de las reco-
mendaciones del propio Tribunal de Cuentas. Voy
directamente a la parte final de la intervención del por-
tavoz del Grupo Parlamentario Popular. Difícilmente
podría mi grupo aceptar ese cambio, aunque sea sola-
mente de una palabra, puesto que es el propio Tribunal
de Cuentas el que en sus recomendaciones insta a esta
Comisión, o en este caso al Gobierno, a presupuestar
de forma realista. No es lo mismo presupuestar que
adecuar y es el Tribunal de Cuentas el que pide que se
presupueste de forma realista. Por tanto mi grupo man-
tiene ese término dentro de la primera propuesta de
resolución.

En la segunda instamos al Gobierno a integrar en un
programa presupuestario único, con el desarrollo eco-
nómico que sea procedente, de conformidad con la
naturaleza económica de los gastos. Exactamente lo
que le pide el Tribunal de Cuentas a esta Comisión o al
Gobierno. Y en la tercera propuesta de resolución se
insta al Gobierno a que, conforme a lo establecido en el
artículo 17 del Real decreto 662/2001, se fijen centrali-
zadamente y con claridad las cuantías de la indemniza-
ción prevista en dicho artículo para los distintos em-
pleos y situaciones.

En cuanto a las propuestas de resolución del Grupo
Parlamentario Popular, mi grupo va a votar en contra
de las cuatro por lo que a continuación indico. En pri-
mer lugar la número 1 dice que el Gobierno continúe
en el desarrollo de una normativa específica de aplica-
ción del control del gasto. No es continuar en el desa-
rrollo de la normativa, señoría, la normativa específica
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existe, lo que hay que hacer es aplicarla y eso es lo que
el propio Tribunal de Cuentas pide en su informe. En
cuanto a la segunda tengo que reconocer que no la
entiendo. No entiendo la redacción que tiene, no sé si
es que ha habido algún error porque instar al Gobierno
a que continúe homogeneizando los procedimientos de
gestión de gasto de los cuarteles generales del Ejército
con el fin de mejorar el control interno de la gestión, no
tiene absolutamente nada que ver, o por lo menos yo
así lo entiendo, con el informe que se está fiscalizando.
En la tercera se pide que se agilicen los procedimientos
para las modificaciones de crédito. Si lo que estamos
pidiendo es que se presupueste de una forma realista,
lo que no podemos pedir es que se agilicen las modifi-
caciones de crédito pues éstas lo que tienen que hacer,
si se presupuesta de una forma realista, es desaparecer.
Por tanto no hay por qué pedir al Gobierno que se agili-
cen los procedimientos de las modificaciones de crédi-
to. En cuanto a la número 4, que se desarrolle, en su
caso, la normativa existente sobre retribuciones de per-
sonal, esa normativa existe, lo que hay que hacer es
aplicarla, artículo 17 del Real decreto 662/2001, de
22 de junio. Por tanto no se trata, vuelvo a repetir, de
que se elabore esa normativa sino que se aplique la
existente.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL SISTE-
MA DE CONTROL DE LA AGENCIA ESTA-
TAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA
(AEAT) SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE
LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS
PERIÓDICAS, EJERCICIOS 1998 Y 1999.
(Número de expediente Congreso 251/000106 y
número de expediente Senado 771/000105.)

El señor VICEPRESIDENTE: Punto 3.º del orden
del día: Informe de fiscalización del sistema de control
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
(AEAT) sobre el cumplimiento de las obligaciones tri-
butarias periódicas, ejercicios 1998 y 1999.

Han sido presentadas propuestas de resolución por
el Grupo Parlamentario Popular y por el Grupo Parla-
mentario Socialista. Por el Grupo Parlamentario Socia-
lista, tiene la palabra el señor Fernández Marugán.

El señor FERNÁNDEZ MARUGÁN: Señor presi-
dente, en la sesión anterior de esta Comisión mixta mi
grupo tuvo la oportunidad de señalar que las notas que
caracterizan a una buena administración tributaria, a
una administración tributaria avanzada, consisten en
tratar de aumentar el nivel de cumplimiento voluntario
de los contribuyentes ofreciéndoles las máximas facili-
dades posibles para que lleven a cabo el cumplimiento
de sus obligaciones fiscales y junto a ello reforzar la
lucha contra el fraude. Había en ese sentido dos cues-
tiones que nos parecían importantes, el tipo de organi-
zación y las líneas de actuación.

En cuanto al tipo de organización, las administra-
ciones tributarias avanzadas han de poseer una área
dedicada a la gestión tributaria de un gran número de
contribuyentes cumplidores, a los que deben dar proce-
dimientos normalizados, información adecuada y servi-
cios amplios y diversos. Esta área debe ser eficiente,
con bajos costes y debe encargarse de aplicar el siste-
ma fiscal a la inmensa mayoría de los ciudadanos. Pero
a la vez y en paralelo ha de establecerse un sistema de
administración tributaria dedicado a la gestión de quie-
nes son resistentes al cumplimiento tributario, y ese
área debe tener procedimientos individualizados, inten-
sivos, llevados a cabo por profesionales altamente cua-
lificados y cuyas actuaciones adquieran alguna rele-
vancia. Por tanto, si esa es la organización hay que
actuar simultánea y complementariamente para facili-
tar la tarea a quienes quieren cumplir y para reforzar la
lucha contra quienes no quieren cumplir. Desde luego
las administraciones tributarias deben lanzar un mensa-
je en el sentido de que son capaces de corregir los com-
portamientos no respetuosos con el contenido de las
leyes, aunque sólo sea porque el contribuyente que
cumple bien experimenta una profunda desmorali-
zación en caso de que compruebe que aquel que no
cumple adecuadamente no es objeto de las pertinentes
sanciones administrativas. Eso requiere de una admi-
nistración tributaria capaz de captar, de manejar, de
interpretar y de imputar la información económica y
financiera que tenga relevancia a efectos tributarios; y
exige desde luego tener en cuenta el diseño institu-
cional.

Hoy nosotros tenemos un sistema de impuestos
compartidos que viene siendo objeto de profundas
modificaciones legislativas por parte del Partido Popu-
lar pero cuya eficacia condiciona al resto de las admi-
nistraciones públicas, las territoriales, de carácter auto-
nómico o de carácter local. Hemos encontrado que a lo
largo de los últimos años las dotaciones de personal en
la Administración tributaria crecen muy modestamen-
te, solamente el 2,5 por ciento a lo largo de la década
de los noventa; que tenemos una administración tribu-
taria pequeña, en España hay una persona al servicio
de la Administración tributaria, un servidor público por
cada 1.343 habitantes, cuando en Europa hay uno por
cada 500 habitantes; y desde luego una administración
tributaria que después de haber leído y analizado el
informe del Tribunal de Cuentas no solamente es una
administración tributaria pequeña sino que lamentable-
mente es una administración tributaria ineficaz, y ello
porque está mal organizada y aparte de ser pequeña y
de estar mal organizada, dice el Tribunal de Cuentas
que una parte importante de rendimientos de alto ries-
go y donde se dan las mayores cantidades de fraude no
son objeto de persecución ni de una información ni
actuación adecuadas por parte de la Administración tri-
butaria.
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A la vista de que tenemos una mala legislación tri-
butaria y una mala organización de la agencia encarga-
da de aplicar esa legislación tributaria, mi grupo ha pre-
sentado un conjunto de resoluciones en virtud de las
cuales instamos a la Agencia Estatal de Administración
Tributaria del Estado a ofrecer y a establecer actuacio-
nes que se dirijan hacia esos contribuyentes de mayor
riesgo y de mayor fraude que vienen gozando de técni-
cas de planificación fiscal. Por lo tanto, hay que sofisti-
car bien las actuaciones para descubrirlos, pues no vale
solamente hacer el trabajo fácil, sino que hay que enca-
rar y afrontar la organización para hacer el trabajo com-
plicado, aplicando las técnicas más actualizadas en este
momento, adecuando la organización y desde luego
corrigiendo las carencias que el Tribunal ha detectado
en los instrumentos de planificación, al objeto de poder
disponer de algunos indicadores que midan la eficacia
y la fiabilidad de las tareas que le han sido encomenda-
das a la Administración tributaria del Estado. Y, por
último, que la Administración tributaria del Estado sea
capaz de corregir de forma inmediata la debilidad que
se ha detectado en los sistemas de control.

No quisiéramos, señor presidente, que se establecie-
ra una organización que pudiéramos decir en el próxi-
mo futuro que tiene, como parece que tiene en este
momento, los pies de barro.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra la señora Vázquez.

La señora VÁZQUEZ BLANCO: El Grupo Parla-
mentario Popular presenta hoy aquí seis propuestas
encaminadas todas ellas a promover modificaciones
normativas, procedimentales e informáticas concretas
para la mejora de las actuaciones del control de las
obligaciones periódicas de la Agencia estatal tributaria.
Lógicamente, hoy no voy a abrir un debate con el señor
Fernández Marugán sobre si la legislación actual es o
no la suficiente, pues eso ya lo debatimos el día que se
presentó este informe por el presidente del Tribunal de
Cuentas. Hoy simplemente deseo decir que esperaba
que el señor Fernández Marugán hubiese sido un poco
más original, ya que incluso ha presentado menos pro-
puestas que el Grupo Parlamentario Popular, por lo que
posiblemente no podamos aprobar ninguna del Grupo
Parlamentario Socialista por motivos varios.

Respecto a la propuesta número 7 debo decir que es
redundante con la propuesta número 2, del Grupo Par-
lamentario Popular, y además la nuestra es más concre-
ta al especificar que se deben de seleccionar los incum-
plimientos tributarios respecto de los que actuar. La
propuesta número 8 también es redundante con la 2,
del Grupo Parlamentario Popular, que propone mejorar
los sistemas de selección de presuntos incumplidores.
Respecto a la propuesta número 9, el informe del Tri-
bunal de Cuentas no plantea la existencia de problemas
entre las diferentes áreas funcionales ni sugiere o indu-

ce a la realización de actuaciones conjuntas, por lo que
no vemos demasiado contenido a esa propuesta. La
propuesta número 10 he de decir que descalifica los
instrumentos de planificación de la institución sin ni
siquiera analizarlos, probablemente por pretender valo-
rar actividades que se desarrollan centralizadamente a
partir de un reducido número de visitas a determinadas
oficinas territoriales y no tener un marco de comproba-
ción más extenso. Además, esta propuesta es incorrec-
ta, puesto que no indica qué objetivos e indicadores de
ejecución serían más idóneos que los existentes para
lograr los fines que se pretenden. Por último, la pro-
puesta número 11, del Grupo Parlamentario Socialista,
repite textualmente algunas frases del informe de fisca-
lización, sin aportar nada nuevo.

Por otra parte, en cuanto a las seis propuestas que
vamos a someter hoy aquí a votación del Grupo Parla-
mentario Popular, la primera trata de llevar a cabo
modificaciones normativas que surtan efectos en los
censos tributarios, impidiendo la existencia de contri-
buyentes no localizables. La segunda pretende mejorar
los sistemas de selección de presuntos incumplidores
de obligaciones tributarias periódicas, utilizando para
ello niveles de referencia que permitan estimar el
importe del incumplimiento. Por la tercera se insta a
optimizar la utilización de las herramientas informáti-
cas para automatizar los procedimientos. La cuarta pre-
tende reforzar la exigibilidad del cumplimiento de las
obligaciones formales y en particular de las censales,
con aplicación del régimen sancionador. La quinta,
mejorar el diseño de las aplicaciones informáticas de
control para garantizar que quede constancia en el sis-
tema de las decisiones adoptadas, la fecha, la motiva-
ción de la actuación, así como la identidad del funcio-
nario que propone o toma la decisión. Y, por último, la
sexta consiste en iniciar actuaciones de comprobación
abreviada, con revisión de libros registro.

Por todo lo anterior, señor presidente, no votaremos
a favor de las propuestas del Grupo Parlamentario
Socialista, ya que algunas de ellas se concretan en las
del Grupo Parlamentario Popular.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN SOBRE LOS
FONDOS PÚBLICOS DESTINADOS A LA
FORMACIÓN CONTINUA DE TRABAJA-
DORES. (Número de expediente Congre-
so 251/000107 y número de expediente Sena-
do 771/000106.)

El señor VICEPRESIDENTE: Pasamos al punto
cuarto del orden del día: Informe de fiscalización sobre
los fondos públicos destinados a la formación continua
de trabajadores. A este punto han presentado propues-
tas de resolución los Grupos de Convergència i Unió,
Socialista y Popular.

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència
i Unió), tiene la palabra el señor Martí i Galbis.
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El señor MARTÍ I GALBIS: En primer lugar, per-
mítame hacer un breve comentario en relación con la
problemática surgida al inicio de esta sesión.

El señor VICEPRESIDENTE: Señoría, si hubiera
pedido la palabra en su momento se la hubiera dado.
Le ruego se ciña al punto del orden del día que vamos a
tratar.

El señor MARTÍ I GALBIS: Yo le pediría 30
segundo simplemente, porque creemos que la impor-
tancia del asunto merece una explicación, aunque sólo
sea para que conste en el «Diario de Sesiones».

El señor VICEPRESIDENTE: Adelante.

El señor MARTÍ I GALBIS: Gracias, señor presi-
dente.

Nuestro grupo parlamentario desconocía totalmente
la situación que se ha producido, quizás por ausencia
de este portavoz en la reunión ordinaria de Mesa y por-
tavoces del día 11 de septiembre, por ser una fecha
señalada en Cataluña ese día. Por tanto, mi grupo esta-
ba al margen de la situación que se ha producido y des-
conocía las circunstancias que han influido en esta
modificación. Por lo tanto, nuestro grupo no puede más
que expresar la disconformidad formal por el proce-
dimiento utilizado de modificación del orden del día y
pedimos —y que conste en el «Diario de Sesiones»—
que la Mesa y su presidente puedan dar una explica-
ción sobre esa modificación del orden del día.

Entrando en el punto del orden del día que ahora nos
ocupa, el Grupo Parlamentario Catalán de Convergèn-
cia i Unió ha presentado seis propuestas de resolución
al informe de fiscalización sobre los fondos públicos
destinados a la formación continua de los trabajadores.
Se trata de seis propuestas de resolución que configu-
ran un modelo alternativo al vigente y que se formulan
en coherencia con la posición política adoptada y
defendida por mi grupo parlamentario durante toda la
legislatura, especialmente después de que el Tribunal
Constitucional, a través de su sentencia de 25 de abril
de 2002, advirtiera de la inconstitucionalidad del
modelo. El Tribunal de Cuentas, en este informe de fis-
calización, hace hincapié en numerosas irregularida-
des, limitaciones e incoherencias. En ese sentido, el
informe de fiscalización del Tribunal de Cuentas cree-
mos que es demoledor. Pocas veces hemos tenido o
podemos tener en el futuro en nuestras manos un infor-
me como éste, en el que las recomendaciones y las con-
clusiones, consideradas en su conjunto, desautorizan
tan radicalmente la gestión de un organismo o institu-
ción pública.

Evidentemente, tanto el Gobierno como el Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, y especialmente el
INEM, no han dado al FORCEM la prioridad y la
importancia política que tiene dada su naturaleza, pero
más allá de las ineficacias y de los errores en la gestión

del FORCEM detectados por el Tribunal de Cuentas y
que afloran de una manera tan relevante, mi grupo par-
lamentario ha querido plantear sus propuestas de reso-
lución desde un prisma alternativo al del modelo fisca-
lizado, poniendo sobre la mesa la posición política que
hemos mantenido y defendido y que gira en torno a la
necesidad de dar cumplimiento a la sentencia antes
citada, en el sentido de garantizar la gestión efectiva de
la formación continua por parte de las comunidades
autónomas con competencias asumidas en esta mate-
ria. Por todo ello, el Grupo Parlamentario Catalán de
Convergència i Unió ha presentado las siguientes pro-
puestas de resolución. En primer lugar, constata la
necesidad de reformular el sistema de formación conti-
nua de los trabajadores fiscalizado por el Tribunal de
Cuentas al objeto de mejorar en el futuro su eficiencia.
En este sentido, coincidimos en la filosofía general con
las propuestas de resolución del resto de los grupos par-
lamentarios, porque creemos que los resultados no son
en absoluto satisfactorios. La segunda propuesta de
resolución insta al Gobierno y a los agentes sociales a
que avancen en la territorialización de los recursos del
FORCEM por comunidades autónomas, al objeto de
aumentar el grado de efectividad de la formación conti-
nua. La tercera propuesta de resolución insta al Gobier-
no a que dé cumplimiento a la sentencia del Tribunal
Constitucional, de fecha 25 de abril de 2002, a la que
antes me refería, y en consecuencia adopte las disposi-
ciones normativas y presupuestarias oportunas para
garantizar efectivamente la gestión de la formación
continua por parte de las comunidades autónomas con
competencias asumidas en la materia, de forma que se
posibilite en su ámbito territorial su adaptación a las
necesidades sectoriales, a la tipología y tamaño de las
empresas y a su priorización económica estratégica. La
cuarta propuesta de resolución manifiesta su rechazo al
nuevo sistema de formación profesional continua,
aprobado por el Real Decreto 1046/2003, de 1 de agos-
to, de 2003, por no garantizar de manera efectiva la
gestión de la formación continua por parte de las comu-
nidades autónomas, motivo por el cual se solicita la
derogación del mismo. La quinta propuesta de resolu-
ción insta al Gobierno a configurar un nuevo modelo
de formación continua que posibilite a las comunida-
des autónomas con competencias asumidas en dicha
materia su adaptación dentro de su ámbito territorial a
las necesidades sectoriales, a la tipología y al tamaño
de las empresas y a su priorización económica estraté-
gica. La última propuesta de resolución insta al Gobier-
no a adoptar las medidas normativas necesarias que
permitan al FORCEM seguir utilizando en un ejercicio
determinado los fondos no aplicados por él en la con-
vocatoria siguiente.

Finalmente, si me permite el señor presidente, para
avanzar y no referirme después a ello, mi grupo parla-
mentario quiere pedir, en el momento procesal opor-
tuno, la votación separada de las propuestas números
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10 y 11, presentadas por el Grupo Parlamentario
Socialista, respecto del grupo de propuestas que van
de la 12 a la 29.

El señor VICEPRESIDENTE: Respecto a lo que
ha dicho usted sobre el orden del día, el señor presiden-
te le dará las explicaciones oportunas. Me alegro de que
haya reconocido usted que no estuvo en la reunión, por
las razones que ha explicado.

Siguiendo el orden en el que han entrado las pro-
puestas de resolución, por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra el señor Bardisa.

El señor BARDISA JORDA: El Grupo Parlamenta-
rio Popular ha presentado tres propuestas de resolución.

En la primera, pedimos verificar la correcta obten-
ción, aplicación y justificación de los fondos públicos
destinados a la formación continúa; en la segunda,
introducir mayores controles y correcciones en la for-
mación continua y, en la tercera, garantizar la transpa-
rencia y la existencia de un mayor control a la hora de
conceder los cursos y a la de revisar los cumplimientos.

En cuanto a las propuestas de resolución del Grupo
Parlamentario de Convergència i Unió números 1 y 2
se ha constatado la necesidad de reformular el sistema,
y por ello se ha publicado el Real Decreto 1046/2003,
de 1 de agosto. Por tanto, no procede la territorializa-
ción en relación con las acciones de formación conti-
nua en las empresas, toda vez que la reforma lleva
implícita una bonificación en las cotizaciones sociales
por parte de todas las empresas que organizan y gestio-
nan la formación de sus propios trabajadores. Por lo
que se refiere a las subvenciones para financiar los con-
tratos-programa y las acciones complementarias de for-
mación, el real decreto contempla la aplicación del
artículo 153 de la Ley General Presupuestaria, cuando
el ámbito de los mismos no supera el de una comuni-
dad autónoma. En cuanto a las propuestas números 3, 4
y 5 la sentencia del Tribunal Constitucional ha sido
cumplida en todos sus términos, en tanto que el nuevo
modelo de gestión de la formación continua se ha lle-
vado a cabo en el marco de las competencias atribuidas
constitucionalmente al Estado en materia de legisla-
ción laboral. En el uso de esta competencia normativa,
el Estado ha optado por la regulación de un modelo de
gestión distinto al existente en el marco de los acuerdos
nacionales de formación continua. Este modelo prevé
la participación de las comunidades autónomas en la
gestión y su participación en la fundación estatal y la
convención estatal de formación continua, que son los
órganos de gestión y participación institucional del
subsistema de formación profesional continua. El
nuevo modelo, publicado por el real decreto enumera-
do, recoge las preocupaciones del Grupo Parlamentario
Catalán sobre la adaptación a las necesidades sectoria-
les, a la tipología y al tamaño de las empresas, así como
a su prioridad económica estratégica. En cuanto a la

propuesta número 6, que también votaremos en contra,
el Gobierno ha contemplado en la disposición adicio-
nal sexta del citado real decreto un procedimiento que
permitirá la aplicación de los fondos de formación con-
tinua en su totalidad.

En cuanto a las propuestas de resolución del Grupo
Parlamentario Socialista números 10 y 11, insistimos
en que el real decreto enumerado anteriormente recoge
en su artículo 2 los principios generales que se contem-
plan en el III Acuerdo de formación continua y en su
exposición de motivos, que valora positivamente. El
modelo de gestión que analiza el informe del Tribunal
de Cuentas se refiere al derivado de los acuerdos de for-
mación continua cuya gestión era de carácter centrali-
zado, con la participación activa de los agentes socia-
les. El nuevo modelo de gestión, aprobado por el real
decreto, ya contempla la participación de las comuni-
dades autónomas en la gestión a través de la fundación
estatal para la formación en el empleo y la comisión
estatal de formación continua. Las propuestas 12, 13
14 y 15 se refieren a subvenciones de los órganos de
gobierno de las comunidades autónomas no gestiona-
das a través de los acuerdos nacionales de formación
continua. Por tanto, no podemos votarlas favorable-
mente. En la propuesta 16, con la entrada en vigor del
nuevo modelo de gestión de formación continua, se
establecen los acuerdos con los organismos públicos
que proceden para facilitar el acceso a los datos que
facilitan la gestión y el control de la formación conti-
nua. En la propuesta 17, el consejo del protectorado de
la Organización Nacional de Ciegos Españoles, en el
que participa el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, ya ha estudiado la recomendación del Tribunal de
Cuentas sobre la ONCE. En cuanto a las propuestas 18
a 24, ambas inclusive, a partir de la firma del III Acuer-
do nacional de formación continua la institución encar-
gada de la gestión pasó a ser la fundación tripartita para
la formación en el empleo, sustituyendo a FORCEM
en dicha atribución. En el nuevo modelo dicha funda-
ción estatal sucede a la fundación tripartita, por lo que
no procede incluir ninguna de las propuestas de resolu-
ción en las que se insta al FORCEM. Sin perjuicio de
ello, el nuevo modelo de gestión de formación conti-
nua, tanto en el real decreto que lo regula como en la
normativa que lo desarrolla, se adoptan las recomenda-
ciones a las que hace referencia el Tribunal de Cuentas,
adaptadas ya a las peculiaridades del nuevo modelo.
Por tanto, señor presidente, vamos a votar en contra de
estas propuestas de resolución.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista, tiene la palabra el señor López
Carvajal.

El señor LÓPEZ CARVAJAL: Nuestro grupo ha
presentado 20 propuestas de resolución, todas ellas en
consonancia con las recomendaciones del informe de
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fiscalización que debatimos en la última sesión.
Recuerdo que en aquel momento dejamos constancia
de que el informe advertía de un gran número de irre-
gularidades que revelaban una gestión deficiente en
muchos aspectos de la formación continua. No obstan-
te, nuestra opinión era positiva con respecto a la valora-
ción del sistema en su conjunto, al que considerábamos
joven porque llevaba poco tiempo implantado y que
debía seguir perfeccionándose al objeto de poder cum-
plir con todos los objetivos que estaban detallados
exactamente en el III Acuerdo nacional de formación
continúa. Por supuesto, el mecanismo y el camino para
llegar a ese perfeccionamiento no era otro que las reco-
mendaciones del Tribunal de Cuentas. En ese sentido,
y complementariamente a la existencia de este Real
Decreto-ley 1046/2003, promulgado el 1 de agosto
pasado, nosotros consideramos que siguen teniendo
vigencia una serie de recomendaciones que en forma
general definen la filosofía del informe que fue presen-
tado en la última sesión, como anteriormente decía.

En primer lugar, nosotros creemos que hay que rei-
terar la vigencia de los principios que informan este
sistema de formación continua. En segundo lugar, la
propuesta de resolución número 11, que va dirigida al
Gobierno del Estado, hace referencia a un mayor cono-
cimiento global de todas las subvenciones que con
carácter territorial se vienen efectuando porque existe
el riesgo de que se produzca ineficiencia en su distribu-
ción por la existencia de administraciones concurren-
tes, no solamente las administraciones autonómicas
como aquí se ha dicho, sino incluso en algunos casos la
Administración local.

Existen otras propuestas de resolución, del
número 12 al número 15, que hacen referencia a los
gobiernos de Baleares, Galicia, de Canarias y del País
Vasco. Nosotros entendemos que tiene importancia que
se enfatice que hace falta que se realice un control más
exhaustivo y riguroso de las subvenciones concedidas a
empresarios y sindicatos, dadas las irregularidades
manifiestas sobre las acciones de alumnos incluidas en
las justificaciones, sobre exceso de imputación de fac-
turas incluidas en las subvenciones, o sobre la ausencia
de justificaciones en la aplicación de los fondos recibi-
dos. También las propuestas de resolución que van del
número 16 al número 18 sintetizan tres cuestiones. En
primer lugar, que debe reforzarse el cruce de informa-
ción entre los organismos públicos que faciliten la vera-
cidad de los datos aportados por los solicitantes benefi-
ciarios. En segundo lugar, que la Fundación ONCE y
FORCEM financiaron de una manera simultánea un
plan de formación a ONCE, lo que constituye una
infracción cuya responsabilidad entendemos que debe
depurarse. En este sentido, la propuesta de resolución
número 17 tiene un error ya que las acciones no son
contra la Fundación ONCE, sino exactamente contra
ONCE, lo cual significaría que habría que hacer una
pequeña corrección.

Finalmente, la propuesta de resolución número 18
en la que se apoyan las tesis defendidas por el Tribunal
de Cuentas frente a las alegaciones del INEM para que
se inste a la Fundación HOBETUZ para que la infor-
mación que posea con respecto a la aplicación del
Fondo Social Europeo sea puesta a disposición, al obje-
to de que se vea exactamente y con precisión cuál ha
sido la aplicación correcta del mismo, puesto que la
información que se ha suministrado es totalmente
inconcreta. Hay un conjunto de propuestas de resolu-
ción que van dirigidas conjuntamente a la Fundación
FORCEM y a HOBETUZ que hacen referencia a mejo-
ras en los procedimientos de gestión de las ayudas, al
establecimiento de módulos para la financiación de las
acciones formativas y también a la homologación de
los formadores. Este conjunto de propuestas tiene
como base acentuar, poner énfasis en la mejora de la
calidad de la formación, un tema es absolutamente
importante, porque con ello se garantizaría que el con-
tenido de la formación a impartir sea algo que esté
absolutamente controlado no solamente por los costos
desde el punto de vista económico, sino por las accio-
nes formativas, por los cursos que se imparten y, en
definitiva, por la mejora que se pueda recibir por parte
de los alumnos que están inscritos en los correspon-
dientes cursos.

Finalmente, hay propuestas específicas que están
dirigidas a FORCEM sobre el procedimiento de ges-
tión de ayudas, que posiblemente pudieran estar supe-
radas por el decreto al que se hace referencia; sin
embargo, en cualquiera de los casos la propuesta núme-
ro 23, la última, dirigida a HOBETUZ, que es una reco-
mendación respecto a la modificación de criterios de
financiación y justificación, tiene vigencia, toda vez
que se insta a que se sustituya el actual criterio de asig-
nación de fondo, similar entre organizaciones patrona-
les y sindicales y entre éstas en función de su represen-
tatividad, por otro en el que el reparto se realice en
función de criterios tales como la valoración técnica o
el número de partícipes que, en definitiva, considera-
mos que siguen teniendo vigencia.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL INSTI-
TUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA, EJER-
CICIO 1999. (Número de expediente Congre-
so 251/000108 y número de expediente
Senado 771/000107.)

El señor VICEPRESIDENTE: Punto quinto del
orden del día: Informe de fiscalización del Instituto
Nacional de Estadística, ejercicio 1999.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra el señor Perea.

El señor PEREA CORTIJO: Intervengo a efectos
únicamente de recordarle al presidente que al igual que
en el caso anterior el orden de presentación de propues-
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tas de resolución permitirá la intervención en primer
lugar del Grupo Popular. (El señor Bardisa Jorda
pide la palabra.)

El señor VICEPRESIDENTE: Señor Bardisa.

El señor BARDISA JORDA: En este momento no
tengo el Reglamento de la Cámara aquí; sin embargo,
discrepo de este tema, y lo veremos más adelante, por-
que no se trata solamente de defender las propuestas de
resolución, sino también de fijar posición. Por lo tanto,
la tradición de la Cámara es que el grupo mayoritario
intervenga el último, porque, si no, además entraríamos
en una dinámica de la picaresca española para ver
quién es el último que presenta las resoluciones para
intervenir en último lugar. Por lo tanto, nosotros expre-
samos —sin ver el Reglamento— nuestra protesta, y
desde luego es un tema que vamos a aclarar para las
próximas comisiones.

El señor VICEPRESIDENTE: Nos parece muy
bien, señor Bardisa. Yo estoy convencido de que el uso
y costumbre de esta Comisión es como S.S. dice, lo que
ocurre es que el señor letrado me informa que el Regla-
mento lo expresa claramente así, y yo debo seguir el
Reglamento. Es cierto que uso y costumbre dice lo que
S.S., señor Bardisa, está comentando; sin embargo,
repito, no tengo más remedio que hacerlo así. Por lo
tanto, mientras el letrado me siga diciendo que el
Reglamento es de la manera que es, tengo que dar la
palabra en primer lugar al señor Bahamonde del Grupo
Parlamentario Popular.

El señor BAHAMONDE SALAZAR: El Grupo
Popular presenta tres propuestas de resolución en este
punto, correspondiente al informe de fiscalización del
Instituto Nacional de Estadística, ejercicio 1999, que
vienen a resumir y a contemplar lo que ya el mes de
junio debatimos sobre el informe del presidente del Tri-
bunal al hablarnos y detallarnos todo lo acontecido en
dicho informe sobre el Instituto Nacional de Estadísti-
ca. En coherencia con el debate y el informe anterior,
de acuerdo con las conclusiones y recomendaciones del
propio tribunal, nos hemos limitado a tres propuestas, a
las que me voy a referir, porque son las que práctica-
mente resumen todo lo que en el informe anterior
hemos referido.

La primera de ellas, se refiere al inventario general
del inmovilizado. El Grupo Popular considera conve-
niente que deberían realizarse las gestiones necesarias
para agilizar el volcado de información en el programa
Sorolla con la información oportuna del resultado y su
permanente actualización, es decir, recoge y actualiza
las informaciones que está realizando el instituto con el
volcado en este programa, que tenemos noticias que
estima su finalización a comienzos del próximo mes de
noviembre. En cuanto a la problemática y a las dificul-
tades observadas en el informe sobre la contabilidad,

solicitamos en nuestras propuestas de resolución y con-
sideramos conveniente que deberá comunicarse la
implantación definitiva de la contabilidad analítica del
organismo, una vez superada las dificultades de aplica-
ción CANOA por parte de la Intervención General del
Estado. También dijimos en el mes de junio, y sabe-
mos, que esperamos la plena operatividad para el pró-
ximo ejercicio 2004 de este programa. La segunda pro-
puesta de resolución se refiere a los problemas
observados en los procedimientos de contratación de
personal laboral, para lo que creemos conveniente que
la realización de los censos y encuestas deberían reali-
zarse de conformidad con la resolución de 22 de
noviembre de 2001, de la Secretaría General de Estado
para la Administración Pública, por la que establece
criterios sobre selección de personal laboral, e igual-
mente con la resolución de la Dirección General de la
Función Pública, de 21 de marzo de 2002, por la que
aprueba los modelos a que deberán ajustarse los corres-
pondientes procesos selectivos del citado personal, es
decir, adecuar la política de personal a las necesidades
de organismos, además de cumplir el resto de dicha
normativa. Por último, para solucionar el problema y
mejorar el procedimiento sancionador que se ha obser-
vado en el informe el Grupo Popular entiende, y consi-
dera conveniente, que deberá facilitarse la información
necesaria sobre el alcance de la delegación de compe-
tencias y funciones a favor de los delegados provincia-
les del Instituto Nacional de Estadística en la gestión
del procedimiento sancionador, así como la informa-
ción de los resultados obtenidos y su valoración. Del
mismo modo, deberá generalizarse a nuestro entender
la utilización del procedimiento abreviado sancionador
en materia de infracciones, estadísticas leves, con la
información correspondiente de sus resultados. Con
estas tres propuestas de resolución se contemplan todas
las prescripciones del informe del Tribunal. Conse-
cuentemente con ellas, parece ser que las propuestas 4,
5 y 6 que presenta el Grupo Socialista son idénticas
tanto en su contenido como en su número, por lo que
podríamos entender que la identidad de pretensiones de
los dos grupos en estas propuestas de resolución es
prácticamente la misma, aunque por motivos semánti-
cos o de colocación de comas cada uno va a votar las
suyas.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista, tiene la palabra el señor Perea.

El señor PEREA CORTIJO: Mi grupo ha presen-
tado tres propuestas de resolución al informe de fiscali-
zación del Instituto Nacional de Estadísticas,
ejercicio 1999, que intentan poner coto a las irregulari-
dades advertidas en el informe, tanto en las conclusio-
nes como en las recomendaciones del mismo, que
hacen referencia, por ser esquemático, a tres apartados
muy concretos y diferenciados de la gestión de este
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organismo, cuales son: los problemas en el inventaria-
do general del inmovilizado, y principalmente de los
activos afectos al coste de realización de censos y
encuestas; en segundo lugar, a la política de personal
seguida por el organismo, que ha provocado una eleva-
da litigiosidad en el tiempo, por lo menos en el período
fiscalizado, y, en tercer lugar, a las deficiencias halla-
das por el Tribual de Cuentas en cuanto al cumplimien-
to del procedimiento sancionador, de instrucción de los
expedientes sancionadores, por parte de un organismo
que observa cómo buena parte de ellos mueren de
forma atípica, mediante la caducidad o la prescripción.
Por tanto, pone el énfasis en las irregularidades en estos
aspectos, que nosotros hemos traducido, en consonan-
cia con lo que apareció en las recomendaciones, en las
tres propuestas de resolución concretas que pasó a deta-
llar.

En primer lugar, la Comisión Mixta instaría al Insti-
tuto Nacional de Estadística a poner en marcha las
reformas precisas para que el inventario general del
inmovilizado sea un instrumento eficiente en la repre-
sentatividad de las cuentas, en especial las referentes a
valoración de existencia de publicaciones, aplicación
rigurosa de principios contables en el registro de acti-
vos afectos al coste de realización de censos y encues-
tas y a la corrección de deficiencias en el balance y
cuenta de resultados. En segundo lugar, y en lo referen-
te a la política de personal, instaríamos a que dicha
política se adecuara a la necesidad del organismo como
medio para reducir la elevada litigiosidad laboral y, en
particular, a que adapte sus necesidades de personal a
su estructura productiva, limitando la utilización de
figuras contractuales que no se ajustan a sus necesida-
des organizativas, y que provocan que esa litigiosidad
se encauce, por ejemplo, hacia los procedimientos de
reclamación de fijeza de buena parte de las personas
que prestan servicios de forma temporal en este orga-
nismo y que provocan un problema estructural del
mismo, al no adecuar la política de personal a la activi-
dad de este órgano, del Instituto Nacional de Estadísti-
ca. En tercer lugar, en referencia al procedimiento san-
cionador, nos limitamos a reclamar de este organismo
que mejore el procedimiento sancionador, cumpliendo
plenamente con el alcance y la diligencia debida, en
cumplimiento de lo dispuesto en la materia en la Ley
12/1989 y en el Real decreto 1572/1993. Volvemos a
decir, siendo coherentes con lo manifestado, que un
buen número de expedientes finaliza de forma atípica,
con lo cual su instrucción revela la ineficacia de los
procedimientos que establece el Instituto Nacional de
Estadística.

En relación con las propuestas presentadas por el
Grupo Parlamentario Popular vamos a votar en contra
de ellas, porque tienen un alcance muy limitado a situa-
ciones concretas: en primer lugar, se refieren a los pla-
zos necesarios para agilizar el volcado de información
en un programa informático y a las aplicaciones de la

contabilidad analítica del organismo, una vez supera-
das las dificultades de la aplicación que de nuevo apor-
ta la Intervención General del Estado. Quiero señalar
que los problemas a que hace referencia el Tribunal de
Cuentas van más allá de la mera aplicación informática
que sea necesaria para mejorar los procedimientos de
contabilización y de adecuación del inventario general
del inmovilizado a la realidad del organismo. En segun-
do lugar, en referencia a la propuesta relativa a la con-
tratación de personal una vez más el problema es de
fondo, se refiere a la necesidad de abordar el problema
de la temporalidad cíclica, que está provocando que la
mayor parte de los litigios en el ámbito laboral en este
organismo se deban a recursos de fijeza que se plantean
por parte de personal que está contratado en este orga-
nismo y no, únicamente, al cumplimiento concreto de
instrucciones muy genéricas y que en modo alguno
pueden solucionar el problema. En tercer lugar, con
relación al procedimiento sancionador, es necesario
instar de forma clara y consecuente al organismo a que
ponga la diligencia debida para que la cantidad de
expedientes instruidos a lo largo del ejercicio no aca-
ben, como decía antes, de forma atípica. Eso se solu-
ciona poniendo diligencia, actuando de acuerdo con el
procedimiento establecido y solucionando el problema
que supone dejar caer en la caducidad una cantidad tan
elevada de expedientes como a los que se refería el
informe del Tribunal de Cuentas. Por tanto, vamos a
votar en contra de las tres propuestas de resolución,
repito, por problemas no ya meramente semánticos,
como se decía, sino de fondo, de alcance, de las reco-
mendaciones que se pretenden aplicar.

El señor VICEPRESIDENTE: Señorías, una vez
concluido el debate, pasamos a la votación de las pro-
puestas de resolución.

En primer lugar, propuestas de resolución presenta-
das al informe de fiscalización del Ayuntamiento de
Nuevo Baztán. Sólo se han presentado propuestas por
el Grupo Parlamentario Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 12; en contra, 21; abstenciones, dos.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechaza-
das.

En segundo lugar, propuestas de resolución presen-
tadas al informe de fiscalización de los gastos deriva-
dos de la participación de las Fuerzas Armadas españo-
las en operaciones de paz de organizaciones
internacionales, ejercicio 1997/1998.

En primer lugar, propuestas de resolución del Grupo
Parlamentario Popular.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 23; en contra, 12.
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El señor VICEPRESIDENTE: Quedan aprobadas.
A continuación, votamos, si no he entendido mal, de

forma separada las del Grupo Parlamentario Socialista.
En primer lugar votaremos las números 5 y 6 y en segun-
do lugar la 7, porque me ha parecido oír que el portavoz
ha dicho que no aceptaba la transacción del Grupo Parla-
mentario Popular. Por tanto, propuestas de resolución
números 5 y 6, del Grupo Parlamentario Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 14; en contra, 21.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Propuesta número 7, del Grupo Parlamentario

Socialista.
Efectuada la votación, dijo

El señor VICEPRESIDENTE: Queda aprobada
por unanimidad.

Propuestas de resolución presentadas al informe de
fiscalización del sistema de control de la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria sobre el cumplimiento
de las obligaciones tributarias periódicas, ejerci-
cios 1998 y 1999.

En primer lugar, vamos a votar las propuestas de
resolución del Grupo Parlamentario Popular.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 23; en contra, 12.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan aprobadas.
En segundo lugar, votamos las propuestas de resolu-

ción del Grupo Parlamentario Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 14; en contra, 21.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Propuestas de resolución presentadas al informe de

fiscalización sobre los fondos públicos destinados a la
formación continua de trabajadores.

En primer lugar, vamos a votar las propuestas de
resolución del Grupo Parlamentario Catalán de Con-
vergència i Unió.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 2; en contra, 21; abstenciones, 12.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Votamos las propuestas de resolución del Grupo

Parlamentario Popular.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 21; en contra, 12; abstenciones, dos.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan aprobadas.
En tercer lugar votamos las propuestas de resolu-

ción del Grupo Parlamentario Socialista.

El señor MARTÍ I GALBIS: Habíamos pedido
votación separada de las propuestas 10 y 11 y en blo-
que todas las demás.

El señor VICEPRESIDENTE: Efectivamente.
En primer lugar votamos la propuesta de resolución

número 10, del Grupo Parlamentario Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 12; en contra, 23.

El señor VICEPRESIDENTE: Queda rechazada.
Propuesta de resolución número 11.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 14; en contra, 22.

El señor VICEPRESIDENTE: Queda rechazada.
Votamos el resto de propuestas de resolución del

Grupo Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 12; en contra, 22.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechaza-
das.

Para finalizar, las propuestas de resolución presen-
tadas al informe de fiscalización del Instituto Nacio-
nal de Estadística, ejercicio 1999. En primer lugar,
vamos a votar las propuestas de resolución del Grupo
Popular.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 24; en contra, 12.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan aprobadas.
Propuestas de resolución del Grupo Socialista.

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos a favor, 14; en contra, 22.

El señor VICEPRESIDENTE: Quedan rechaza-
das.

Suspendemos, señorías, por un minuto para dar
entrada al presidente del Tribunal de Cuentas. (Pausa.)
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COMPARECENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE
DEL TRIBUNAL DE CUENTAS (NIETO DE
ALBA) PARA INFORMAR SOBRE LOS
SIGUIENTES EXTREMOS:

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LOS
PROCEDIMIENTOS DE CONTROL DE LA
GESTIÓN ECONÓMICO-FINANCIERA DEL
PROGRAMA 142.A «TRIBUNALES DE
JUSTICIA Y MINISTERIO FISCAL», RE-
FERIDO A SU SITUACIÓN EN EL PRIMER
SEMESTRE DE 2001. (Número de expediente
Congreso 251/000109 y número de expediente Se-
nado 771/000112.)

El señor VICEPRESIDENTE: Reanudamos la
sesión dando la bienvenida, como siempre, al presiden-
te del Tribunal de Cuentas a ésta que es su casa, no sólo
institucionalmente sino porque no para de venir. No
sabemos ya cuantas comparecencias ha tenido, pero en
todo caso esta Comisión le da bastante trabajo.

Señorías, el punto sexto del orden del día es: infor-
me de fiscalización de los procedimientos de control de
la gestión económico-financiera del programa 142.A
«Tribunales de Justicia y Ministerio Fiscal», referido a
su situación en el primer semestre de 2001.

Tiene la palabra el señor presidente del Tribunal de
Cuentas.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): El Tribunal de Cuentas en
su sesión plenaria de 18 de diciembre de 2002 aprobó
este informe que se realizó a iniciativa del propio Tri-
bunal. Su objetivo ha sido emitir una opinión sobre la
gestión económico-financiera de los créditos del pro-
grama 142.A, tribunales de justicia y ministerio fiscal,
a través de la evaluación de los procedimientos de con-
trol interno implantados por los órganos responsables
de la gestión del citado programa presupuestario. Este
programa está destinado a dotar a los órganos que inte-
gran la Administración de Justicia y el ministerio fiscal
de los medios personales, materiales, tecnológicos y
financieros necesarios, y el centro directivo encargado
de su ejecución es la Dirección General de Relaciones
con la Administración de Justicia. El análisis de los
procedimientos de control ha abarcado los siguientes
ámbitos. Gastos de personal. El Tribunal destaca en
este punto la falta de concordancia temporal entre la
puesta en funcionamiento de un nuevo órgano judicial
y el nombramiento de los nuevos funcionarios destina-
dos a ocupar plazas creadas con tal motivo, así como el
alto grado de movilidad de los mismos, lo que determi-
na que las plantillas no estén cubiertas en un porcentaje
muy elevado y que muchas plazas se cubran con perso-
nal sustituto o interino. Respecto a la gestión de las
nóminas se han observado algunas deficiencias relati-
vas, por ejemplo, a que los listados de las mismas no

reflejan fielmente las altas y las bajas, a que la graba-
ción manual de datos comporta alta probabilidades de
error, a la autorización de gratificaciones sin certifica-
ción previa de realización del servicio, a la utilización
de conceptos retributivos para aplicaciones distintas a
las previstas y otras similares. En cuanto a gastos
corrientes en bienes y servicios se detecta aquí falta de
homogeneidad provocada por la ausencia de procedi-
mientos normalizados y de una adecuada coordinación
por parte de los servicios centrales del Ministerio de
Justicia, tanto en la contratación para la reparación,
mantenimiento y conservación como para material y
determinados suministros. En referencia con las trans-
ferencias corrientes, se han analizado las subvenciones
relativas a la financiación de los gastos de los Juzgados
de paz, los del turno de oficio y asistencia letrada al
detenido y los del plan contra la violencia doméstica,
comprobándose en los tres casos que el control y se-
guimiento que la Dirección General de Relaciones con
la Administración de Justicia efectúa sobre los fondos
correspondientes es muy deficiente. Sobre las inversio-
nes reales, las deficiencias de este capítulo se centran
en la falta de inventario de inmuebles hasta 2001, la
inexistencia de procedimientos normalizados, falta de
coordinación y control por parte de los órganos centra-
les en correcta aplicación de los expedientes de gastos
a los programas presupuestarios. En cuanto a la tesore-
ría y cuenta de consignaciones y depósitos, la tesorería
adolece de falta de definición formal del sistema con
ausencia de instrucciones y control sobre las cuentas
bancarias, inventarios de las mismas y relación de fir-
mas autorizadas. Por su parte, los sistemas de anticipo
de caja fija y pagos a justificar carecen de una unidad
central que ejerza el control y de un censo de cajeros
pagadores. Se carece también de nombramientos for-
males de los mismos. Además es prácticamente inexis-
tente el control de la justificación de las cuentas, caren-
cia ésta que también afecta a las cuentas de
consignaciones y depósitos.

En cuanto a anticipos a trabajadores con sentencia
judicial recurrida, en esta cuestión concreta, con inde-
pendencia de las deficiencias de procedimiento y con-
trol comunes a otras áreas, se hace referencia a una cir-
cular de 19 de junio de 2001 del Servicio Jurídico del
Estado que pone de relieve la eventual existencia de un
fondo patrimonial, de cuantificación imprecisa pero en
cualquier caso importante, constituido por cantidades
pendientes de reintegro y derivadas de pleitos ya con-
clusos en los cuales la Administración anticipó cantida-
des, fondo patrimonial que es posible hacer efectivo.

Las recomendaciones con las que se concluye el
informe se orientan a mejorar cada uno de los proce-
dimientos de gestión, a que se elaboren instrucciones
precisas de actuación y manuales de procedimiento,
que se formalicen los nombramientos y autorizaciones
necesarias, se atribuya a unidades concretas la remisión
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y reclamación de los justificantes de gasto y se extreme
el control sobre cuentas bancarias y cajas de efectivo.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista, tiene la palabra el señor Pedret.

El señor PEDRET GRENZNER: Permítame que
dedique unos pocos segundos a manifestar simplemen-
te mi satisfacción por ser, después de tanto tiempo en
estas cámaras, la primera vez que tomo la palabra en la
Comisión Mixta de Relaciones con el Tribunal de
Cuentas. Ello supone una especie de nuevo desafío para
quien ha hablado en comisiones diversas pero que se
confiesa profundamente hombre de letras en su forma-
ción académica y también en sus intereses básicos.
Intentaré, pese a ello, hablar en los términos que corres-
ponden a esta Comisión del informe rendido por el
pleno del Tribunal de Cuentas, a cuyo presidente agra-
dezco su comparecencia en el día de hoy para dar cuen-
ta de este informe referido al programa 142.A gestio-
nado por la Dirección General de Relaciones con la
Administración de Justicia y referido en el ámbito tem-
poral al primer semestre de 2001.

Quiero, en primer lugar, destacar, señores comisio-
nados y señoras comisionadas, que al observar el marco
previo del informe para pasar luego a ver cuáles son el
cumplimiento y los defectos posibles de los procedi-
mientos internos de control, nos encontramos ya des-
viaciones muy notables respecto a las retribuciones del
personal sustituto, cuyo tanto por ciento de ejecución
se eleva para aquel período a un 337 por ciento. Tam-
bién las retribuciones para el personal laboral eventual
tienen un porcentaje de ejecución del 587 por ciento,
que es realmente elevado y que no podemos dejar de
poner en relación con los informes conocidos en los
últimos días sobre la situación de precariedad laboral a
que nos ha llevado la gestión del Gobierno del Partido
Popular en estos últimos años, y en cambio contrasta
con ello de una forma realmente sorprendente el por-
centaje de ejecución de un 11 por ciento de las retribu-
ciones en especie, al que se refiere luego también el
informe del Tribunal de Cuentas.

Estas desviaciones en la ejecución tienen mucho
que ver con las desviaciones de plantilla observadas
por el pleno del Tribunal. Debemos destacar necesaria-
mente el hecho de que, por ejemplo, en la categoría de
jueces, para una dotación de 668 plazas, había 410 fun-
cionarios y 811 con la calificación de otros, lo cual sig-
nifica que en una categoría, desde mi punto de vista,
enormemente importante para el cumplimiento del
servicio público de la Administración de justicia sólo el
33 por ciento de las plazas realmente cubiertas corres-
pondían a funcionarios. Cosa parecida ocurre con los
secretarios de tercera, que cubren la inmensa mayoría
de los puestos de esta especialidad funcionarial y que
son de enorme importancia, como son las secretarías
de los juzgados. Ahí nos encontramos con que sólo el

35 por ciento de los secretarios de tercera son funcio-
narios. Más grave aún, aunque en números absolutos
sea menos importante, es la situación en la categoría de
los técnicos facultativos, en que sólo el 25 por ciento
de ellos es funcionario frente a la situación de sustitu-
ción del resto, del 75 por ciento, de los que componen
la plantilla realmente existente en el momento del
informe.

He dicho antes que la desviación del cumplimiento
en cuanto a retribuciones en especie era luego explica-
da por el Tribunal de Cuentas a lo largo de su informe,
y me gustaría destacarlo en este momento. Resulta que,
de acuerdo con el informe que hemos podido leer y
cuyo resumen hemos escuchado hoy por parte del pre-
sidente, no existe ningún tipo de instrucción respecto a
la contabilización del uso de viviendas en las diferentes
gerencias territoriales como integrantes de retribución
en especie, lo cual nos lleva a que sólo en cuatro de las
gerencias territoriales se compute este uso de vivien-
das, que en cambio existe en todas ellas, como retribu-
ción en especie del personal que las está ocupando,
situación que nos parece de todo punto incomprensible
e inadmisible.

En cuanto a los procedimientos internos de control,
a los que se ha referido también el señor presidente,
como era absolutamente necesario, quiero destacar
algo que ha dicho él también: en los listados no se
reflejan fielmente las altas, bajas y modificaciones de
retribuciones. Se pregunta uno cómo puede gestionarse
de una forma racional algo en lo que no constan altas,
bajas y modificaciones de retribuciones, pero también
ocurre que la autorización de pago de gratificaciones a
jueces y fiscales por funciones ajenas a su lugar de tra-
bajo se realiza sin certificación previa de que se hayan
realizado estos servicios, lo cual no supone por sí solo
el hecho de que se retribuyan servicios no realizados,
pero sí que no existe el control previo que sería necesa-
rio, a nuestro entender, antes de realizar tal abono.

Por otra parte, hemos sabido a través del informe
que los jueces y fiscales, abundantes como hemos visto
por los porcentajes a que me he referido anteriormente,
que actúan por períodos temporales inferiores a un mes
no están acogidos a ningún régimen de protección
social, excepto el de desempleo. Aparte de esto encon-
tramos reflejado el hecho de que la habilitación central
de personal no sólo no tiene libro de bancos, sino que
no hace ningún seguimiento de las devoluciones de la
Seguridad Social en las liquidaciones negativas que
debieran quedar reflejadas en las cuentas de las geren-
cias territoriales.

En cuanto a otros gastos de personal, aparte de lo
referido a la ocupación de vivienda no reflejada como
retribución en especie, nos hemos encontrado con la
—para mí desde luego— sorpresa de que al personal
que imparte cursos de formación al personal laboral en
los cursos que se gestionan centralizadamente no se le
practica retención de IRPF, cosa que nos parece poco
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ejemplar para el conjunto de los contribuyentes, que sí
ven sometidas sus retribuciones a retención previa del
IRPF, y que esto se practique por parte de organismos
del Estado no nos parece que sea lo adecuado para un
buen funcionamiento.

En cuanto a gastos corrientes en bienes y servicios,
resulta, desde nuestro punto de vista, al menos sorpren-
dente el conjunto de deficiencias que se encuentran en
las comunicaciones telefónicas. Es suficientemente
conocido por todos los que nos encontramos en la sala
la enorme importancia de las comunicaciones telefóni-
cas y su costo económico. Pues bien, frente a esta
importantísima partida de gastos nos encontramos que
no existe base de datos actualizada y depurada de tele-
fonía fija y que los servicios centrales no tienen ningu-
na constancia de los controles que pudieran realizar en
su caso las gerencias territoriales. Además la propia
Dirección General de Relaciones con la Administra-
ción de Justicia, en un informe de diciembre de 2000,
pone de manifiesto, entre muchas otras situaciones de
debilidad de control, el hecho de que en la telefonía
móvil, cada vez más importante, que ha venido a susti-
tuir los antiguos mensáfonos y los servicios de guardia
—aunque se nos dice que muchos mensáfonos continú-
an de alta y pagando por tanto las cuotas correspon-
dientes—, existen duplicidades y sustracciones, cosa
prácticamente inevitable. Lo que no nos parece adecua-
do es que existan improcedencias por cese en el cargo
de quien está usando la telefonía móvil. Que la persona
que tiene derecho a un teléfono móvil y al consumo a
cargo de la Administración del Estado por razón del
cargo específico continúe utilizándolo sin control luego
de su cese, es algo que no es admisible desde ningún
punto de vista.

Otro gasto importante en la Administración de justi-
cia, puesto que aún no se ha producido una informati-
zación suficiente pese a lo que se nos diga por parte del
Ministerio de Justicia, es el referente a Correos y Telé-
grafos. La Dirección General de Relaciones con la
Administración de Justicia no realiza ninguna compro-
bación de los gastos, ni del cumplimiento del convenio
con Correos y Telégrafos, limitándose a sumar los tota-
les facturados para formar el ad hoc mensual. En trans-
portes, la situación en el momento de la actuación del
Tribunal de Cuentas era que el Parque Móvil del Esta-
do atendía únicamente a las necesidades de los órganos
judiciales radicados en la Comunidad Autónoma de
Madrid. Parecería que siendo sólo estos órganos los
concentrados territorialmente, los sistemas de control
serían más fáciles de efectuar, puesto que territorial-
mente están concentrados. Sin embargo, nos encontra-
mos conque en este aspecto no existen criterios que
consten por escritos sobre cuestiones tan básicas como
quién tiene derecho al servicio, quién es competente
para utilizarlo, quién efectúa la adscripción de vehícu-
los y conductores, quién mantiene las relaciones con el
Parque Móvil del Estado y no existe un inventario de

quién usa el servicio y, como consecuencia de ello, no
se puede comprobar la facturación.

Resulta sorprende la dureza de las afirmaciones del
informe del Tribunal en lo referente a transferencias
corrientes, sobre todo en el aspecto de los juzgados de
paz y las subvenciones a los ayuntamientos para su
atención a través de la cuenta corriente abierta en el
BBVA. Se nos dice que no existen extractos periódicos
de la cuenta, que no se informa de la fecha en la que se
hacen efectivos los cheques a los ayuntamientos y que
el banco contabiliza como gasto en el momento en que
se envía por correo el cheque al ayuntamiento, aunque
no se haya hecho efectivo. Y se llega a la conclusión de
que la Dirección General de Relaciones con la Admi-
nistración de Justicia no tiene constancia de que los
fondos lleguen a los ayuntamientos, ni tan sólo una
seguridad razonable del saldo de la cuenta, ni el control
posible de los movimientos particulares de esta cuenta.
El panorama descrito respecto a este aspecto concreto
es de un absoluto, total y completo descontrol, no de
simples deficiencias en los procedimientos de control,
sino de ausencia total de control.

También se ven otras deficiencias en otras transfe-
rencias corrientes, como las referentes al turno de ofi-
cio y a la asistencia al detenido, respecto al cual se nos
dice que no existe una clara diferenciación en el con-
trol. No se puede realizar, por tanto, el control de estas
subvenciones, por los conciertos que he dicho anterior-
mente respecto a las subvenciones, por el plan contra la
violencia doméstica, ahora denominada de forma más
acertada violencia de género. Se trata de sumas aritmé-
ticas de los gastos realizados, de las subvenciones, sin
que en la Dirección General de Relaciones con la
Administración de Justicia exista conocimiento de los
criterios de distribución entre los diferentes colegios
que se realizan y se controlan, en su caso —no hay
constancia del control, pero debemos de suponer que sí
se realiza—, por el Consejo General de la Abogacía de
forma prácticamente exclusiva, dada su incomunica-
ción con la Administración al respecto, más que para el
resultado aritmético periódico.

En cuanto a las inversiones reales —y voy conclu-
yendo, señores comisionados—, se ha destacado por
parte del presidente del Tribunal la inexistencia de pro-
cedimientos normalizados para la solicitud de mobilia-
rio y maquinaria. Pero es que se nos dice también en el
informe, y quisiera destacarlo verbalmente en este
momento, que no existe control suficiente sobre la
recepción de los bienes en los órganos judiciales, cosa
que me parece especialmente grave; que se han detec-
tado solicitudes de equipos, sobre todo en informática,
a través de teléfonos sin ningún tipo de rastro escrito, y
que se suscriben actas de recepción y de conformidad
con anterioridad a la petición del material, cosa que
difícilmente sigue los protocolos mínimos de compor-
tamiento de la Administración. En cuanto a tesorería y
cuentas de consignaciones y depósitos —ya se ha des-
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tacado por el presidente—, no existe una relación de
cajeros pagadores ni de funcionarios autorizados para
firmar cheques o transferencias. Además, los nom-
bramientos de estos funcionarios —se nos dice expre-
samente en el informe— no se formalizan mediante el
acto administrativo correspondiente. No hay tampoco
un censo de cuentas corrientes existentes ni control
sobre los saldos de estas cuentas.

Respecto a la obligación del uso de la cuenta en el
BBVA y su control, el informe nos da datos que nos
parece necesario destacar. Se nos dice, por ejemplo,
que varios juzgados tienen más de una cuenta corriente
abierta a su nombre, cuando sólo se puede abrir una,
que otros juzgados no tienen ninguna cuenta corriente
y que otros utilizan cuentas corrientes diferentes a las
autorizadas. Si unos no tienen, otros tienen varias y
otros usan distintas, ya me dirán ustedes cuál es el con-
trol real. Como consecuencia, es absolutamente impo-
sible tener un auténtico dominio de la situación por
parte de la Administración, teniendo en cuenta que
señala, además, que no existe un registro de las cuentas
corrientes de los juzgados de paz con otros bancos ni
que se realice ningún tipo de control de ellas.

En cuanto a los anticipos reintegrables a los trabaja-
dores sobre sentencias recurridas, ha hablado también
el presidente del Tribunal de Cuentas. Estamos de
acuerdo porque lo que dice el informe escrito coincide
con lo que ha manifestado el señor presidente, pero
quisiera destacar otro aspecto por haber dedicado bas-
tantes años de mi ejercicio profesional al derecho social
por la parte de los trabajadores. Se pone de manifiesto
en el informe que normalmente no se cumple el plazo
de diez días que establece el artículo 268 de la Ley de
procedimiento laboral para el pagar el anticipo a los
trabajadores, y que por razón del mal funcionamiento
de la Administración al respecto, en muchas ocasiones
este anticipo reintegrable, al que tiene derecho legal el
trabajador y que por su condición es para la subsisten-
cia del trabajador en tanto la otra parte recurre una sen-
tencia en la que se le reconoce el derecho de percep-
ción de cantidades líquidas, puede llegar a pagarse en
el ejercicio fiscal siguiente. De esta manera la finalidad
de la Ley de procedimiento laboral de protección del
trabajador en estas situaciones queda totalmente burla-
da por ineficiencia de la Administración.

En resumen, señorías, las conclusiones del pleno del
Tribunal de Cuentas, que no voy a resumir puesto que
ya lo ha hecho el presidente, se encabezan con la afir-
mación, que es lo que debemos retener de este informe,
de que en todas las áreas de gestión examinadas en el
programa 142.A se han observado debilidades de con-
trol interno. El lenguaje de debilidades de control inter-
no en el momento de las conclusiones resulta muy sua-
vizado respecto al conjunto del informe, en el que las
afirmaciones son de calado superior al de puras debili-
dades. Por ello, presentaremos a la Comisión resolu-

ciones para adoptar respecto a este informe del Tribu-
nal de Cuentas.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra don José Luis Juan.

El señor JUAN SANZ: Señor presidente del Tribu-
nal de Cuentas, gracias por este informe de fiscaliza-
ción, que es un complejo estudio, puesto que realmente
los tribunales de justicia y el ministerio fiscal reúnen
una complejidad muy especial. Estos aspectos que se
detallan en el informe, especialmente en las conclusio-
nes y en las recomendaciones, son susceptibles de
corrección y por propia iniciativa del departamento, del
Ministerio de Justicia, ya están siendo objeto de la
adopción de distintas medidas.

Tengo que señalar, que justamente por el ministerio
—y por distintas circunstancias— se presentaron unas
alegaciones fuera de plazo. Lamentamos esta situación,
pero en ellas se refleja una serie de medidas que son las
que vamos a exponer a continuación. Voy a hacer refe-
rencia a las conclusiones para situarnos en la línea de
lo que el presidente del Tribunal ha expuesto y de esta
manera poder llevar una sistemática. Durante el año
2001 ya se ha corregido de manera significativa una
serie de aspectos que se señalan en el informe de fisca-
lización y que, como decía, voy a ir detallando.

En materia de personal, tenemos, por una parte, la
cuestión de las plantillas orgánicas en las que hay unas
desviaciones, tal como se señala, pero este porcentaje
de ocupación se ve desvirtuado por el colectivo de jue-
ces de paz, en el que el grado de ocupación es del 79,57
por ciento, y en particular de los secretarios de paz,
cuyo grado de ocupación es del 49,71 por ciento. Esto
refleja un aspecto muy significativo en el conjunto,
pero en el resto de los funcionarios ya no es tan rele-
vante, especialmente porque también hemos de signifi-
car que el resto de plazas se ocupan por el denominado
personal idóneo de secretarías de paz. Respecto al resto
del personal laboral, con un grado de ocupación del
69,67 por ciento, se debe a que la ocupación de todas
las plazas de personal en catálogo de la CECIR no son
posteriormente aprobadas, existiendo el problema aña-
dido —que responde también a esta falta de ocupa-
ción— de la falta de dotación presupuestaria en la apli-
cación correspondiente. No obstante, es necesario
hacer mención al grado de interinidad o provisionali-
dad en cuanto a funcionarios interinos, jueces sustitu-
tos y magistrados suplentes. La dotación presupuesta-
ria para estos colectivos se ve desbordada y es
necesaria la presencia de personal con un mayor grado
de rotación. Por ello, a lo largo de los próximos dos
ejercicios se prevé que con el nuevo diseño de la carre-
ra judicial y fiscal, la concepción de la nueva oficina
judicial y los nuevos sistemas retributivos se corregirá
esta situación.
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En cuanto a los aspectos contables y de gestión,
actualmente ya se ha licitado el desarrollo de una nueva
aplicación informática que integre la gestión de la
nómina, recursos humanos y control presupuestario del
personal de la Administración de justicia, tanto en la
instalación como en la puesta a disposición de equipos,
puesta en estado operativo y mantenimiento posterior.
Este proyecto se adjudicó el 29 de mayo de 2003 y se
prevé que esté instalado y en funcionamiento en marzo
de 2004. Con ello se va a perfeccionar y a plantear de
una manera absolutamente eficaz esta situación que se
detecta en el informe de fiscalización. A la vez se está
formando un grupo técnico para realizar el mante-
nimiento de software y hardware una vez que esté ins-
talada la aplicación.

En cuanto al pago de gratificaciones por funciones
ajenas al puesto, se cumple estrictamente la legalidad
vigente. La norma reglamentaria por la que se rige el
pago exige la resolución por la que se encomienda el
servicio o función con indicación del derecho a las re-
muneraciones y cuantía. Estas remuneraciones se reco-
nocen a propuesta del Consejo General del Poder Judi-
cial o del fiscal general del Estado. En cualquier caso,
son excepcionales pues desde el último trimestre del
año 2001 se acuerda mediante Real Decreto 1163/2001,
de 26 de octubre, la retribución por participación en
programas concretos de actuación cuyo abono exige la
certificación previa de los servicios prestados y así se
está realizando ya.

Un aspecto que también es significativo en el infor-
me de fiscalización es la justificación de la nómina por
la habilitación central. Por primera vez se ha procedido
a examinar este extremo y se ha revisado ya desde
enero de 1998 a diciembre de 2002. Estas actuaciones
se están realizando de una manera exhaustiva, contan-
do además con los servicios de una empresa de audito-
ría-consultoría independiente, quien ha asesorado sobre
los criterios técnicos y los procedimientos a seguir. Los
trabajos incluyen un cuadro de procedimientos, el cua-
dro de contabilidad y la conciliación bancaria. También
a partir de septiembre de 2003 se está realizando la jus-
tificación de 1997 y del año en curso, de forma que a lo
largo de este ejercicio se irá remitiendo justificación al
Tribunal de Cuentas, de modo que en diciembre de
2003 esta gestión quedará totalmente actualizada.

En cuanto a lo relativo a la protección social a jue-
ces sustitutos y magistrados suplentes, desde enero de
2002 se cotiza por todos los magistrados suplentes, jue-
ces y fiscales sustitutos por los días que en el pasado
hubiesen prestado servicio. Asimismo, en el primer tri-
mestre de 2003 se procede a la cotización retroactiva
de los jueces y fiscales sustitutos anteriormente men-
cionados; además se ha previsto en este ejercicio la
integración de este colectivo, mediante real decreto, en
el Reglamento General de la Seguridad Social, del cual
ya existe el borrador, para que este colectivo en su tota-
lidad esté en esa situación.

En el punto de conclusiones referentes a los gastos
corrientes e inversiones, hemos de señalar que el Real
Decreto 1321/2001, de 30 de noviembre, modifica y
desarrolla la estructura básica del Ministerio de Justi-
cia, creándose una subdirección general de coordina-
ción territorial para paliar los problemas de falta de
homogeneización en los procedimientos. En cualquier
caso, se han dictado una serie de medidas y de instruc-
ciones que están corrigiendo absolutamente estos
temas que se plantean en el informe.

En cuanto a la telefonía fija, desde el año 2001 se
comenzó a controlar a través de una base de datos y
medios informáticos la facturación con actuaciones
concretas, tales como una base depurada de datos, tanto
con las bajas como con los números de abonados, la
adecuada imputación presupuestaria, etcétera. También
desde el año 2001 se utilizan herramientas informáticas
para estudios sobre consumo, agrupación de gastos,
descuentos, etcétera. En el año 2002 se produce una
coordinación con la dirección general de moderniza-
ción para el estudio de una licitación pública en cuanto
a servicios de voz y datos que también mejoran esta
situación de una manera sensible. Justamente a partir
de octubre de 2003 se está obteniendo una facturación
totalmente clara con el consumo de cada provincia y de
cada línea. De la misma manera, los gastos de telefonía
móvil se encuentran en la actualidad perfectamente
estructurados con un control preciso de todos y cada
uno de los terminales y líneas, su facturación, identifi-
cación, tráfico, descuentos, etcétera.

En cuanto a los gastos de correo, también se han
adoptado medidas tales como las gestiones realizadas
en los años 2000 y 2001 para el desglose de facturas de
gastos postales, telegramas y por gerencias. Se está a la
espera de una demostración de correo del sistema infor-
mático para poder realizar transacciones postales tele-
máticamente desde órganos judiciales. No obstante, ya
se dispone de la facturación en formato electrónico a
través de disquete, siendo posible analizar la informa-
ción. Asimismo, se ha establecido la coordinación
desde el año 2002 con la Subdirección General de Ges-
tión Económica para la elaboración de un nuevo conve-
nio con Correos y Telégrafos mucho más eficaz y favo-
rable.

Otro aspecto que se señala en las conclusiones son
las indemnizaciones a peritos y testigos. Igualmente
hay nuevas instrucciones, tales como la instrucción de
la Dirección General de 20 de marzo de 2001 y otras
adaptadas al nuevo Real Decreto 462/2002, de 24 de
mayo, que sientan los criterios económicos y baremos
orientativos para el abono de expedientes por trabajos
realizados por peritos en el ámbito de la Administra-
ción de justicia. Igualmente se han adoptado medidas
de mejora en los procedimientos de autorización en la
gestión de la flota del parque móvil de la Administra-
ción de justicia, así como en el suministro de todo tipo
de elementos necesarios.
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En el punto 3.4, de las transferencias corrientes, un
tema realmente importante, porque estamos hablando
de los fondos de financiación, entre otros, del Plan con-
tra la violencia doméstica, hemos de señalar que al con-
venio firmado el 29 de junio del año 2000 entre el Con-
sejo General de la Abogacía y el Ministerio de Justicia,
en cuanto a los criterios de distribución, se ha acordado
ya la conveniencia de llevar a cabo una actuación que
se apartara del mencionado criterio de reparto median-
te la previa tramitación. A tal fin se ha firmado una
adenda por parte del Ministerio de Justicia y el presi-
dente del Consejo General de la Abogacía Española
que se refleja en el acuerdo de 14 de marzo de 2002 de
la comisión de asistencia jurídica gratuita, refrendado
por la comisión permanente del consejo de 12 de abril
de 2002. Por lo tanto, hay una evidente preocupación
por parte del ministerio por buscar soluciones que, a la
vista de estos datos, están poniendo en marcha en tiem-
po actual.

En cuanto al turno de oficio, este se abona por el
Ministerio de Justicia a los consejos generales a través
de las certificaciones que le son remitidas. Al final de
cada ejercicio económico y dentro de los siguientes
cuatro meses, los consejos generales remiten los expe-
dientes completos de los colegios y una memoria anual
explicativa de todos los ingresos y gastos del ejercicio
que es contrastada con los datos disponibles en el
ministerio procedentes tanto de los colegios como de
las comisiones de asistencia jurídica gratuita. La citada
memoria anual se acompaña de certificaciones colegio
por colegio, en las que consta la relación individualiza-
da de los perceptores, de las que derivan las regulariza-
ciones que se puedan producir por devoluciones de los
letrados; compensaciones que se llevan a cabo en liqui-
daciones inmediatamente posteriores. Hay que señalar
que existen dos aspectos a distinguir. Por una parte se
contrastan los expedientes tramitados por las comisio-
nes de asistencia jurídica gratuita pero además se revi-
san, controlan y comprueban los datos suministrados,
tal y como hemos expuestos anteriormente, tanto por
las comisiones como por los colegios y evidentemente
por el Ministerio de Justicia, a través de este nuevo
acuerdo señalado de 14 de marzo de 2002.

Un aspecto que engloba gran parte de lo anterior es
el referido a las cuentas de tesorería y al área de las
cuentas bancarias. Existen importantes novedades que
ya se han puesto en marcha y he de significar que todas
las cuentas bancarias de gestión económica asociadas a
la Administración de justicia han sufrido un proceso de
regularización desde el año 2001, habiéndose produci-
do, la adjudicación por licitación pública de las mis-
mas, según procedimiento normalizado en 2002 para el
caso de gestión de gastos corrientes, anticipos de caja
fija. Igualmente, se ha producido la adjudicación por
licitación pública de las mismas, según procedimiento
normalizado en 2002, para las consignaciones y depó-
sitos judiciales. De la misma manera, las cuentas que

gestionan gastos de personal y nóminas están actual-
mente en pleno proceso de apertura, después de haber
llevado a cabo la correspondiente licitación pública y
adjudicación el 3 de marzo de 2003. También hay que
señalar que el sistema informático Sorolla, gestionado
por la Intervención General de la Administración del
Estado, se ha implantado progresivamente en todas las
unidades de gestión económica que gestionan créditos
de Administración de justicia, de modo que los libros
obtenidos ya no son manuales, existiendo homogenei-
zación de todos los procedimientos de conciliación:
saldos, libros bancarios, estados de situación y tesore-
ría, reposiciones de fondos, etcétera. Por tanto, existe
ya un perfecto control económico y presupuestario en
la gestión de todas las cuentas. Esta aplicación está ya
implantada con éxito en todas las gerencias territoriales
del ministerio y se usa también para la gestión ordina-
ria de todos los expedientes de gastos, excepto los de
personal, por la Dirección General de Relaciones con
la Administración de Justicia. También es importante
señalar que cuentas que no estaban regularizadas se han
ido cancelando progresivamente y su importe se ha
ingresado en el Tesoro público. El control de los esta-
dos de situación de tesorería —conciliaciones banca-
rias y actas de arqueo— se realiza exhaustivamente
desde el año 2002 con periodicidad trimestral, infor-
mando del mismo a la Intervención delegada del depar-
tamento. Todas las justificaciones de las cuentas, una
vez intervenidas y aportados por la Intervención dele-
gada los defectos encontrados, son objeto de informe
individual aportando soluciones a los errores que
pudieran haberse cometido.

El señor VICEPRESIDENTE: Señoría, le ruego
que vaya concluyendo.

El señor JUAN SANZ: En definitiva, lo que esta-
mos poniendo de manifiesto es que a raíz, y ya incluso
antes, del informe de fiscalización se han ido adoptan-
do una serie de importantes medidas por parte del
Ministerio de Justicia, que están corrigiendo en gran
parte los aspectos que se señalan en el informe de fis-
calización. En el tema bancario se ha realizado un estu-
dio exhaustivo de la naturaleza de esta cuenta a través
de los datos de explotación por gente altamente prepa-
rada, tanto del ministerio como de la propia entidad
bancaria adjudicataria. Hemos de señalar que todo lo
que está reflejado en las conclusiones está prácticamen-
te corregido. Para finalizar y en cuanto a los reintegros
de los anticipos a trabajadores con sentencia judicial
recurrida, desde 2001 se está coordinando con las abo-
gacías del Estado el seguimiento de la devolución de
los anticipos. Hay instrucciones ya emanadas de las cir-
culares de la Dirección General del Servicio Jurídico
de 9 de abril y de 19 de julio de 2001. También por pri-
mera vez se ha generado crédito que permite atender la
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totalidad de los gastos y hay equilibrio presupuestario,
tanto en 2001 como en 2002.

Quiero agradecer el informe de fiscalización del que
el ministerio ha tomado muy buena cuenta y ha corre-
gido en gran medida, tal como he manifestado. Esta-
mos en disposición de poder afirmar que en breve esta-
rá en la línea de lo que se apunta.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL AYUN-
TAMIENTO DE POZUELO DE ALARCÓN
(MADRID), EJERCICIO 1998. (Número de
expediente Congreso 251/000110 y número de
expediente Senado 771/000110)

El señor VICEPRESIDENTE: Pasamos al punto
séptimo del orden del día: informe de fiscalización
del Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón, ejercicio
1998.

En primer lugar, para la presentación del informe,
tiene la palabra el señor presidente del Tribunal de
Cuentas.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): El informe de fiscaliza-
ción del Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón, Madrid,
corresponde al ejercicio 1998, fue aprobado por el
pleno del Tribunal de Cuentas el 18 de diciembre
de 2002. Los objetivos de esta fiscalización, realizada a
iniciativa del propio Tribunal, han sido verificar los
procedimientos de control interno, analizar si la ges-
tión económico-financiera se ha realizado de conformi-
dad con la normativa y comprobar si los estados conta-
bles representan la situación financiera y patrimonial
del ayuntamiento. El Tribunal ha detectado diversas
deficiencias y debilidades en el diseño y funcionamien-
to del sistema contable y de los procedimientos de con-
trol interno. Así, la Intervención municipal no ha desa-
rrollado sus funciones conforme a los principios y
criterios establecidos en las normas. Además, la conta-
bilidad principal no estuvo soportada por una auxiliar y
se ha visto afectada por numerosos errores e irregulari-
dades. La cuenta general del ejercicio 1998 fue aproba-
da y rendida con un retraso de dos meses y medio sobre
el plazo legal y además no incluyó todos los estados
contables preceptivos. El Tribunal opina que la fiabili-
dad y representatividad de los estados contables que
forman la cuenta general están condicionados por las
citadas deficiencias del sistema contable.

En materia de personal se han detectado diversos
incumplimientos de la normativa, entre los que desta-
can los siguientes: el ayuntamiento careció en el ejerci-
cio fiscalizado de la relación de puestos de trabajo y
del registro de personal; la jornada de trabajo del per-
sonal funcionario era inferior a la preceptiva; el acuer-
do sobre condiciones de trabajo recoge percepciones
económicas no previstas en la normativa, y las retribu-
ciones por gratificaciones y horas extraordinarias tam-

poco se acomodaron a las normas aplicables. En las
subvenciones otorgadas por los organismos autónomos
del ayuntamiento se incumplieron las bases regulado-
ras, mientras que en materia de contratación se han
constatado diversas irregularidades, entre las que cabe
destacar las siguientes: la redacción de la mayoría de
los proyectos de obra se encargó directamente a técni-
cos ajenos al ayuntamiento, prescindiendo del procedi-
miento contractual previsto legalmente. La elección de
los adjudicatarios de las obras no se realizó con la debi-
da objetividad. Se incumplieron los plazos de inicio y
de ejecución de las obras, pese a que todos los ex-
pedientes examinados se tramitaron por procedimiento
de urgencia. Se realizaron continuas e importantes
modificaciones de las obras aprobadas y las obras se
recibieron y destinaron al uso de servicios antes de su
terminación. El informe concluye con diversas reco-
mendaciones destinadas a mejorar los sistemas de con-
trol interno y a subsanar las deficiencias e irregularida-
des detectadas en la gestión económico financiera del
ayuntamiento.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE: Muchas gracias,
señor presidente.

Ahora sí, señor Acosta, tiene usted la palabra en
nombre del Grupo Parlamentario Socialista.

El señor ACOSTA CUBERO: Ahora sí, señor pre-
sidente.

Agradezco al presidente del Tribunal de Cuentas la
exposición del informe de fiscalización del Ayun-
tamiento de Pozuelo. Como ha dicho él, la iniciativa de
fiscalización fue a cargo del propio Tribunal de Cuen-
tas y se marcaron los objetivos ya relatados por el señor
presidente.

Me gustaría hacer una contextualización de este
expediente y de este municipio. El Ayuntamiento de
Pozuelo de Alarcón ha estado dominado durante los
últimos 24 años por una figura política que segura-
mente habrá sido muy carismática, el señor Martín
Crespo y que ha sido amortizado por el Partido Popu-
lar en las últimas elecciones a través del marido de la
señora Mato. El Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón,
por emplear un lenguaje propio de los pedantes políti-
cos, es un icono del Partido Popular. Su gestión es
exhibida, su representatividad, su portencaje de votos
es exhibido también por parte del Partido Popular; es
por tanto un incono. El Ayuntamiento de Pozuelo de
Alarcón es un ayuntamiento con una de las rentas per
cápita más altas de España. Por tanto, es un ayunta-
miento que tiene recursos fuertes y poderosos. Por
emplear sólo una comparación, tiene más o menos los
mismos habitantes que Parla —tal vez Parla tenga
unos pocos miles más, pero muy pocos— y la recau-
dación del IBI en Pozuelo de Alarcón excede en cinco
o seis veces, como mínimo, a la recaudación del IBI
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de Parla. Es pues un ayuntamiento que tiene medios.
Partimos también de la premisa de que su Administra-
ción, sus trabajadores son cualificados y numerosos;
por tanto no podemos achacar —como si fuera Bel-
monte de Tajo o Nuevo Baztán, que se ha visto esta
mañana— toda la serie de irregularidades y deficien-
cias a que el ayuntamiento carece de medios. Estamos
ante una situación que tiene evidentemente una enor-
me carga de responsabilidad política. El Tribunal de
Cuentas hace un recorrido exhaustivo para llegar a las
conclusiones. En una comparación, no recuerdo haber
visto en un ayuntamiento de estas características siete
páginas de conclusiones que contribuyen a explicar
toda la serie de anomalías, irregularidades y otras
cosas que luego preguntaré al señor presidente; ¡siete
páginas! Ha relatado algunas sobre el control interno;
sobre la representatividad de las cuentas dice el señor
presidente que la fiabilidad de la cuenta general está
condicionada y no sabemos si es fiable o no, es decir
es poco fiable; sobre los presupuestos también hay una
serie de anomalías, se aprueban fuera de ejercicio;
sobre la gestión personal, también está plagada de irre-
gularidades, desde la jornada de trabajo a gratificacio-
nes especiales, elaboración de nóminas y subsiguiente
pago de retribuciones, etcétera. En las transferencias
corrientes —lo ha señalado también el señor presiden-
te— se incumplieron las bases reguladoras, subvencio-
nes otorgadas por el patronato deportivo municipal y
patronato municipal de cultura; grado de arbitrariedad,
deduce uno, a la hora de adjudicar las subvenciones a
las que no se ha aplicado la normativa reguladora.
Pero, señor presidente, lo más grave de todo es el apar-
tado de contratación. El Tribunal de Cuentas se detie-
ne en analizar una serie de obras importantes, nueve,
desde un proyecto de acceso a la M-40 a un proyecto
de colectores o la ejecución de una plaza de toros.
Relato todo esto porque son varios miles de millones
de pesetas, y las conclusiones sobre las contrataciones,
que agrupan cuatro páginas de las siete que tiene el
conclusorio que relata el señor presidente del Tribunal
de Cuentas son desoladoras. Sobre la contratación que
hace el ayuntamiento con parte de las empresas dice
textualmente el Tribunal de Cuentas: La elección de
los adjudicatarios de las obras no se realiza con la
debida objetividad que debe presidir toda actuación de
la Administración pública. Es decir grado de arbitra-
riedad ¿en qué? En cuestiones de mucho dinero.

Señoras y señores diputados, señor presidente, lo
que relata este informe de fiscalización es la situación
de un ayuntamiento en el que la gestión política, no la
insuficiencia de medios, ha sido llevada de manera
desastrosa. Quisiera preguntar al señor presidente lo
mismo que le pregunté cuando estábamos hablando del
Nuevo Baztán, ¿ha detectado el Tribunal de Cuentas
responsabilidades administrativas o contables? ¿Hay
alguna pieza separada que haya hecho el Tribunal de

Cuentas y que haya dirigido a la sala correspondiente
de la Fiscalía?

Insisto en que el corolario de la situación de este
ayuntamiento en el año 1998, señoras y señores diputa-
dos, es francamente desastroso y preocupante por lo
que denuncia y por lo que anuncia.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular tiene la palabra la señora Aguado.

La señora AGUADO DEL OLMO: Muchas gra-
cias, señor presidente del Tribunal de Cuentas, por la
exposición del informe que ha realizado.

Como se ha dicho aquí, el Ayuntamiento de Pozuelo
de Alarcón está regido, como todos saben, por el Parti-
do Popular desde 1983, votado democrática y mayori-
tariamente por sus vecinos; tanto el señor Martín Cres-
po como don Jesús Sepúlveda, que tiene por supuesto
un peso específico en la política y es sobradamente
demostrada su valía. Con esto quiero manifestar que no
hace falta decir que es el marido de, sino que el señor
Sepúlveda está demostrando y ha demostrado sobrada-
mente su valía profesional.

Hemos leído y analizado el informe de fiscaliza-
ción de este ayuntamiento y nos encontramos con
similares anomalías a las detectadas en ayuntamientos
de entre 50.000 y 80.000 habitantes, que cuentan
como en otras administraciones locales con dos patro-
natos, uno de cultura y otro de deportes, así como en
este caso con una sociedad mercantil dedicada a ges-
tionar en este momento 48 viviendas en alquiler y que
se mantienen en su totalidad de la aportación munici-
pal. El informe sin lugar a dudas ha sido completo en
todas las materias. Se han verificado los procedimien-
tos de control interno, se ha analizado si la gestión
económico financiera del ayuntamiento se ha realiza-
do con la normativa de aplicación, se ha comprobado
si los estados contables representan la situación finan-
ciera y patrimonial del ayuntamiento y para todo este
informe se han revisado los servicios municipales, la
organización administrativa, el sistema contable y la
cuenta general, detectándose anomalías de funcio-
namiento y en ningún caso se observan irregularida-
des que no sean subsanables y que son de funciona-
miento de los servicios, como digo; deficiencias y
debilidades de carácter sustantivo o meramente for-
mal, como se explica en las conclusiones, y esto es
textual. Retraso en la aprobación de presupuestos, que
es algo muy generalizado en la Administración local,
y por lo que conozco en otros muchos ayuntamientos
gobernados por el Partido Socialista donde año tras
año van prorrogando sus presupuestos, mientras que
en este caso hablamos de dos meses; gratificaciones a
los funcionarios, horas extraordinarias, que se hacen
en toda la Administración local, esté bien o esté mal;
una jornada laboral menor —no creo que haya ningún
ayuntamiento que cumpla estrictamente lo que esta-
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blece la ley en cuestión de la jornada laboral—; ano-
malías detectadas en algunas de las obras fiscalizadas,
subsanables en cualquier caso —son defectos de
forma, nunca cuantías modificadas que no se ajustan
a las normas aplicadas en cada caso—; razones de
urgencia y ampliaciones de obras, etcétera. Se obser-
va también en contratación que este ayuntamiento
adjudica la gran mayoría de sus contratos de la forma
más transparente que es el concurso o la subasta y con
el procedimiento negociado en una sola ocasión, y es
de asistencia técnica.

En cuanto a las recomendaciones que el informe
lleva, acerca del control interno y el sistema contable
deberían adoptarse las medidas que se proponen pues
en líneas generales son convenientes para el buen fun-
cionamiento de la adjudicación: elaborar un organigra-
ma y un reglamento orgánico —creo que en estos
momentos el ayuntamiento lo está realizando— que
sirva a la Intervención del ayuntamiento que tenga atri-
buidas las condiciones contables —en este momento
también creo que las tiene—; mejorar en las bases de
ejecución del presupuesto el procedimiento de control
presupuestario; proceder a la revisión de las desviacio-
nes de financiación a su proyecto de gasto; depurar los
deudores y acreedores; planificar adecuadamente las
inversiones a realizar; modificar los pliegos de cláusu-
las económico-administrativas para concursos —pare-
ce ser que lo están haciendo, tras este informe se adjun-
taron copias de 2001—; y vigilar la ejecución de las
obras.

Como se puede observar en el informe del Tribunal
de Cuentas, en Pozuelo de Alarcón, podemos hablar de
procedimientos anómalos, en ningún caso fraude ni
nada que se le parezca. Las alegaciones que el ayun-
tamiento ha presentado a esta fiscalización constan de
43 páginas que también hay que leer, señor Acosta. (El
señor Acosta Cubero: ¿Por qué cree usted que no
las he leído?)

El señor VICEPRESIDENTE: Señor Acosta.

La señora AGUADO DEL OLMO: Contestan de
manera exhaustiva a todo el informe y hemos de reco-
nocer que en gran medida las explicaciones que se dan
son suficientemente significativas y dan respuesta a
algunas de las lagunas que la fiscalización había detec-
tado. Esto es así, por ejemplo, en el programa contable,
y para el ejercicio 1999 se han subsanado y dan solu-
ción a las muchas anomalías detectadas en la fiscaliza-
ción.

En cuanto a las alegaciones que presentan relacio-
nadas con contratación, se puede detectar de las deta-
lladas explicaciones que hacen uso del procedimiento
negociado en contadas ocasiones, como he dicho antes,
y que la justificación que dan en sus alegaciones es
clara y en cualquier caso subsanable aquello que no se
realice conforme a ley o reglamento. No obstante en

los contratos de obras normalmente el plazo de adop-
ción, no sólo en Pozuelo sino en cualquier lugar, se ha
de tener en cuenta el tiempo ambiente si las obras son
en la calle, o los obstáculos que se puedan encontrar, y
creo que es una justificación para el retraso de las mis-
mas. Se han revisado obras por importe de 1.574 millo-
nes de pesetas, en asistencia técnica por 34 millones y
en otros contratos por importe de 774, y si revisamos
los expedientes uno a uno, como se ha hecho en este
caso, tengan en cuenta que han estado casi un año
haciendo la fiscalización de este ayuntamiento y los
defectos encontrados en su gran mayoría han sido cum-
plimentados en las alegaciones, algo que observamos
que el Tribunal ha tenido en cuenta pues sus recomen-
daciones en materia de contratación los simplifican en
tres puntos que estoy convencida de que ya han sido
subsanados o los están realizando.

Concluyendo, creemos que este ayuntamiento ha
sido fiscalizado, como decía al principio, de una mane-
ra exhaustiva, como debe ser, pero reconocerán que
podemos estar hablando posiblemente de una gestión
final eficaz que tiene que corregir todas aquellas cosas
que el tribunal al final recomienda y nosotros entende-
mos que debe ser así. Pero reconociendo como reco-
nozco a su Gobierno estoy convencida de que todo lo
recomendado por parte del tribunal se está llevando a
efecto no sólo en este momento sino desde el día
siguiente a recibir el informe. Por supuesto es muy sig-
nificativo que durante el ejercicio fiscalizado no se
detecten como en otros ayuntamientos cantidades a jus-
tificar, gastos no contemplados en presupuestos, etcéte-
ra, algo que sí es importante para el buen funcio-
namiento y la transparencia de las administraciones y
hemos de decir que en Pozuelo nada de esto ha sido
detectado.

El señor VICEPRESIDENTE: Tiene la palabra el
señor presidente.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): Señor presidente, sola-
mente para contestar a la pregunta del señor Acosta
sobre si se han detectado responsabilidades. En efecto
el ministerio fiscal y el servicio jurídico del Estado
detectaron en este informe diversas irregularidades que
pudieran ser motivo de responsabilidades contables. El
departamento de entidades locales remitió la documen-
tación a la sección de enjuiciamiento, se procedió a las
diligencias preliminares, se turnó al departamento
correspondiente y éste, con fecha 21 de mayo de 2003,
ha decretado el archivo de estas diligencias prelimina-
res. Esta es la situación del expediente de responsabili-
dades de esta fiscalización.

El señor VICEPRESIDENTE: Muchas gracias,
señor presidente.
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— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL AYUN-
TAMIENTO DE COLMENAR DE OREJA
(MADRID), EJERCICIO 1999.(Número de
expediente Congreso 251/000111 y número de
expediente Senado 771/000109)

El señor VICEPRESIDENTE: Pasamos al
punto 8.º del orden del día: Informe de fiscalización del
Ayuntamiento de Colmenar de Oreja (Madrid), ejerci-
cio 1999.

Tiene la palabra el señor presidente.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): Señor presidente, el pleno
del Tribunal de Cuentas, en su sesión de 18 de diciem-
bre de 2002 aprobó el informe referido al Ayuntamien-
to de Colmenar de Oreja, ejercicio 1999. La fiscaliza-
ción se realizó a iniciativa de la Asamblea de la
Comunidad de Madrid, y ha estado condicionada por la
falta de entrega al tribunal de documentos necesarios
para el desarrollo de las actuaciones. Además, la cuenta
general del ejercicio 1999 no fue rendida al tribunal ni
tampoco la de 1998. Con motivo de la fiscalización la
corporación elaboró unos estados y cuentas que puso a
disposición del tribunal aunque no comprendían la tota-
lidad de los documentos que deben integrar la cuenta
general y presentaron importantes defectos en la infor-
mación que contienen sobre la situación económico-
financiera y patrimonial de la corporación en el ejerci-
cio fiscalizado.

El control interno presentó deficiencias derivadas
de la ausencia de procedimientos normalizados regula-
dores del funcionamiento de los servicios de la corpo-
ración y de las competencias de sus órganos gestores,
así como la falta de una adecuada segregación de fun-
ciones. La mayor parte de las operaciones no fueron
autorizadas por el órgano competente ni fiscalizadas
por la intervención, que no estableció controles perma-
nentes sobre los órganos gestores. Además de no haber-
se formado la cuenta general del ejercicio, no se entre-
garon al tribunal diversos estados, cuentas y anexos que
integran la misma. La contabilidad se registró a través
de un programa informático suministrado por una
empresa privada contratada por la Comunidad de
Madrid.

El presupuesto de 1999 supuso un incremento
del 68 por ciento respecto del ejercicio anterior, esta-
bleciéndose previsiones no debidamente justificadas.
La liquidación no fue elaborada por la corporación ni
aprobada. Por lo que se refiere a los ingresos, el nivel
de ejecución respecto de los previsto fue de sólo el 39
por ciento. No se realizó seguimiento ni control de los
deudores en relación con los cobros. De la circulariza-
ción realizada a 13 entidades se han deducido diferen-
cias que no se han justificado entre los datos aportados
por éstas y los que constan en la contabilidad del ayun-
tamiento. En cuanto a la gestión recaudatoria, se enco-

mendó a una entidad financiera como colaboradora la
recaudación en periodo voluntario de las tasas e
impuestos objeto de padrón o listas cobratorias. El
resto en concepto de tasas y otros ingresos se gestionó
directamente por la corporación. El ayuntamiento no
emprendió ninguna acción de las previstas legalmente
para hacer efectivo el cobro de los derechos no prescri-
tos hasta el ejercicio 1999 en el que se inició el proce-
dimiento de apremio aunque sólo por un importe de
14,4 millones de pesetas. De un total de 351 millones
de pesetas de derechos reconocidos pendientes de
cobro se ha constatado la existencia de 162 millones de
pesetas de derechos devengados en los ejercicios 1993,
1994 y 1995, que posiblemente estén prescritos.

En el capítulo de gastos se han examinado especial-
mente los de personal, ámbito en el que no existía
registro de personal ni relación de puestos de trabajo.
La gestión de las nóminas se encomendó a una empre-
sa privada sin que conste el expediente de contratación.
Se han detectado numerosas deficiencias respecto de la
contratación de personal laboral, remuneraciones y tra-
mitación de nóminas. En el inmovilizado no existía un
inventario de bienes actualizado, por lo que no consti-
tuyó un adecuado soporte de los datos registrados en
contabilidad. La contratación de inversiones por el
inmovilizado material presentó carencias y demoras en
su ejecución además de utilizar en diversos contratos la
modalidad de pago aplazado mediante letras de cam-
bio, procedimiento contrario al establecido en la Ley
de contratos de las administraciones públicas. Además,
en los contratos de mayor cuantía se utilizó la tramita-
ción de urgencia o procedimientos negociados sin
publicidad y sin estar debidamente justificados, lo que
ha supuesto una limitación a los principios de publici-
dad y libre concurrencia. Respecto de la tesorería no se
realizaron actas de arqueo con carácter periódico y en
las que se han examinado se aprecian diferencias que
no se han explicado entre los importes registrados en
contabilidad y los comunicados por las entidades finan-
cieras. Una operación no presupuestaria de entrega de
fondos de 29,3 millones de pesetas presenta numerosas
irregularidades en cuanto a su tramitación y a la justifi-
cación de los pagos, lo que ha dado origen a la presen-
tación de diversas denuncias ante el tribunal cuya sec-
ción de enjuiciamiento ha abierto el correspondiente
procedimiento.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista el señor Acosta tiene la palabra.

El señor ACOSTA CUBERO: De nuevo doy las
gracias al presidente del Tribunal de Cuentas por la
exposición de este informe de fiscalización de Colme-
nar de Oreja. Como ha dicho el señor presidente, el
periodo fiscalizado fue el año 1999 a propuesta de la
Asamblea de Madrid pero a petición del pleno del
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Ayuntamiento de Colmenar de Oreja que se dirigió a
dicha Asamblea de Madrid, como es preceptivo; una
petición del plenario para que se fiscalizara el ayunta-
miento. Los objetivos los ha marcado también el señor
presidente. Los procedimientos de control se conside-
ran suficientes para garantizar una correcta gestión de
la actividad económico-financiera, verificar si la ges-
tión económico-financiera se ha realizado de conformi-
dad con la normativa correspondiente y comprobar si
los estados contables representan la situación financie-
ra y patrimonial del ayuntamiento.

El señor presidente también ha expuesto las caren-
cias de la fiscalización, y hay una que es recurrente en
bastantes ayuntamientos, sobre todo en situaciones
como la del año 1999 en Colmenar de Oreja, porque
contextualizando también el año 1999 pierde las elec-
ciones el que había sido alcalde durante 20 años, pri-
mero encabezando la candidatura de UCD y luego
como independiente. En esta situación, al requerir el
Tribunal de Cuentas documentación a los archivos
municipales, parece que faltan una serie de documen-
tos que el Tribunal no tiene y que contribuyen a las
carencias de la fiscalización. Los argumentos que exhi-
be en sus alegaciones el alcalde durante estos 20 años
—sí que leo las alegaciones, señora diputada—, echan
la culpa de mala manera a la nueva alcaldesa, pues
dicen que la pobre mujer ha quemado los papeles. Esto
contribuye, como he dicho, a las carencias de la fiscali-
zación.

El Tribunal de Cuentas relata en sus conclusiones
(que son bastante más cortas que las de Pozuelo, tal vez
porque el municipio es mucho menor, pues ocupan sólo
página y media) las diferentes deficiencias que ve en
este municipio. Puedo hacer un juicio político y decir
que vendrían en su mayoría arrastradas por la gestión
del alcalde durante estos 20 años, porque no creo que
los cinco meses de gestión de la nueva alcaldesa, de
julio a diciembre, tuvieran muchas consecuencias en el
relato de irregularidades que hace el Tribunal de Cuen-
tas.

Para mí, lo más destacado de este informe es el pre-
supuesto de 1999, pues aparte de ser aprobado el 19 de
abril, fuera de plazo —era un año electoral—, se incre-
menta el 68 por ciento respecto al de 1998. Además, la
ejecución de este presupuesto es inferior al 70 por cien-
to de lo presupuestado, es decir una desmesura. ¿Cómo
es posible calcular razonadamente unos ingresos que
luego son inferiores al 70 por ciento? No tengo datos
comparativos con los presupuestos de otros años en
este municipio, pero si han sido como estos no tienen
ninguna credibilidad.

También ha hablado el señor presidente sobre con-
tratos, terreno del polígono industrial, equipamiento
del centro de minusválidos y remodelación del polide-
portivo, señalando varias carencias: sin certificado, con
demora en el inicio de la ejecución, pagar con letras y
que la cuenta general del año 1999 no fue rendida al

Tribunal. En esto se resume y se concluye el periodo
municipal que llega hasta 1999 en este ayuntamiento.
No voy a ser demasiado condescendiente con este
municipio, entre otras cosas porque tiene también sus
errores y sus deficiencias, pero creo que la dimensión
de las irregularidades es bastante menor que las
expuestas con anterioridad sobre otro municipio.

En nuestras propuestas de resolución haremos lo
correspondiente para que la situación se subsane, aun-
que parte de estas deficiencias han sido subsanadas por
el nuevo equipo gobernante en Colmenar de Oreja en el
periodo 1999-2003.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra la señora Aguado.

La señora AGUADO DEL OLMO: Nos encontra-
mos con un ayuntamiento de 5.200 habitantes, como
otros ayuntamientos de similares características, con
problemas de pequeñas infraestructuras para atender
difícilmente todos los servicios que tienen que prestar.
La falta de medios en muchas ocasiones es un gran pro-
blema, pero no podemos justificar errores de la impor-
tancia que tienen los cometidos por el Ayuntamiento de
Colmenar de Oreja, más cuando estaban recibiendo,
como en este caso, asesoramiento gratuito por parte de
la Comunidad de Madrid a través de un programa
informático de contabilidad.

Hemos observado y deducido de este informe, en
primer lugar el caos en la gestión de carácter tributario,
con un inexistente control de cobro, sin iniciar la vía de
apremio para aquellos contribuyentes que no hacen
efectivo el pago de sus impuestos en periodo volunta-
rio, cosa que no ocurre en Pozuelo de Alarcón. En
segundo lugar, no existe inventario de bienes del ayun-
tamiento, afectando a la fiabilidad del saldo contable
del inmovilizado en el balance del ayuntamiento. En
tercer lugar, no hay tampoco relación de puestos de tra-
bajo, gestión de personal y retribuciones; no se aprueba
la oferta pública de empleo. En cuarto lugar, necesita
un plan de saneamiento financiero a medio y largo
plazo, con inclusión en el pasivo del balance de la
deuda aplazada con la Seguridad Social y con otros
organismos. En cuanto a la contratación, se detectan
irregularidades muy serias, que han de solventarse,
como se dice en el informe. El presupuesto de 1999 se
incrementa el 68 por ciento respecto al de 1998, no rea-
lizándose las inversiones ni los ingresos previstos en
casi 600 millones. También hay irregularidades en
algunas remuneraciones de personal, retribuciones de
horas extraordinarias sin retención del IRPF y la deuda
de la Seguridad Social por cotizaciones de 1996 y
1998. El balance de esta fiscalización no puede ser
peor. Los argumentos que se dan en las alegaciones por
parte del que fue alcalde, don Antonio García Fernán-
dez, ya fallecido, hacen alusión en su mayor parte a que
la alcaldesa, Visitación González —alcaldesa hasta
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2003—, no adjunta la documentación que se solicitaba
por motivos políticos. Esto es algo que en cualquier
caso habría que verificar y que tendríamos en cuenta en
las resoluciones. En cuanto a las alegaciones de la
alcaldesa, informa que ha tomado algunas de las medi-
das que se contemplan en las recomendaciones, pero
habría que verificarlo.

Concluyo diciendo que nos parecen oportunas las
seis recomendaciones que se recogen en el informe y
que presentaremos las resoluciones que consideremos
necesarias para solventar todas estas irregularidades
que ha detectado el Tribunal de Cuentas.

— INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL AYUN-
TAMIENTO DE GUADARRAMA (MADRID),
EJERCICIO 1999. (Número de expediente Con-
greso 251/000122 y número de expediente Sena-
do 771/000120)

El señor VICEPRESIDENTE: Pasamos al punto
noveno del orden del día: informe de fiscalización del
Ayuntamiento de Guadarrama (Madrid), ejerci-
cio 1999.

Tiene la palabra el señor presidente del Tribunal de
Cuentas.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): El informe de fiscaliza-
ción del Ayuntamiento de Guadarrama (Madrid),
ejercicio 1999, aprobado por el Tribunal en junio de
este año, se ha realizado a iniciativa de la Asamblea
de Madrid, siendo sus principales conclusiones las
siguientes: La cuenta general del ejercicio 1999, for-
mada por la Intervención en diciembre de 2001, no
ha sido presentada a la Comisión especial de cuentas,
ni aprobada por el pleno de la corporación, como
tampoco lo han sido las de 1998, 2000 y 2001,
incumpliéndose la normativa de rendición de estados
y cuentas e impidiendo al Tribunal emitir opinión
sobre ellas.

El informe pone de manifiesto que la corporación
no tenía procedimientos internos que regulasen la ges-
tión municipal y la circulación de documentos admi-
nistrativos y contables entre los distintos servicios. No
existía tampoco una adecuada segregación de funcio-
nes. Para la mayoría de los gastos no se realizó una
autorización y fiscalización previa individualizada y
respaldada por el respectivo expediente administrativo.
El alcalde ratificó y asumió mediante escrito, en junio
de 2000, la totalidad de los documentos contables
que no había firmado, correspondientes a los ejerci-
cios 1995 a 2000, reconociendo la existencia de gastos
y expedientes no aprobados por el órgano competente.
La corporación no disponía de procedimientos que
regulasen el movimiento, registro y control de las ope-
raciones de tesorería, los movimientos de cargo y
abono de las cuentas bancarias, el funcionamiento de la

caja municipal, la periodicidad de las conciliaciones
bancarias y los arqueos de caja.

En relación con los estados, cuentas y anexos que
conforman la cuenta general formada por la Interven-
ción, se apreció una falta de coherencia interna, así
como discrepancias entre la información registrada en
ellos y la figurada en los registros principales y auxilia-
res que constituyen su soporte y desarrollo.

Respecto al proceso de selección de personal fun-
cionario y laboral, no se cumplieron los principios de
igualdad y concurrencia en 27 de las 64 incorporacio-
nes realizadas en el ejercicio. Por otra parte, la presta-
ción de servicios por el personal del ayuntamiento se
encontraba regulada por un convenio colectivo que
contiene varios artículos recurridos por la Abogacía del
Estado y suspendidos de forma cautelar por el Tribunal
Superior de Justicia de Madrid en auto de 30 de julio
de 2001.

En el análisis de la contratación se evidencia una
falta generalizada de cumplimiento de los plazos para
la finalización de las obras, como consecuencia de una
deficiente planificación de la actividad a realizar. Ade-
más, se concedieron prórrogas a los contratistas sin que
su concesión se encuentre dentro de los supuestos pre-
vistos en el artículo 97.2 de la Ley de contratos de la
Administración pública.

El informe concluye con diversas recomendaciones,
principalmente referidas al control interno y a la ges-
tión económico-financiera del ayuntamiento, con espe-
cial atención al control de la gestión de la Tesorería,
con el fin de que la corporación desarrolle una organi-
zación administrativa eficaz y subsane las deficiencias
e irregularidades detectadas.

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Socialista, tiene la palabra el señor Acosta.

El señor ACOSTA CUBERO: Esta es la última por
mi parte, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE: Creíamos que era
una amenaza del señor Acosta.

El señor ACOSTA CUBERO: Todavía no, pero
estoy dispuesto a hacerla. Si quieren sigo. (Risas.)

Muchas gracias, señor presidente del Tribunal de
Cuentas, por su exposición de la fiscalización del
Ayuntamiento de Guadarrama. Como ha indicado el
ejercicio fiscalizado fue del año 1999. Después nos
encontramos con Colmenar de Oreja en un año electo-
ral. En mayo hay elecciones y una mayoría política que
se había mantenido desde el año 1979, primero derecha
reformista, UCD, y luego derecha conservadora, AP y
Partido Popular, tiene que abandonar el ayuntamiento
ante un alcalde surgido de una candidatura indepen-
diente.

Quiero destacar que la fiscalización que el Tribunal
de Cuentas hace es a petición de la Asamblea de
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Madrid que, a su vez, responde a la iniciativa de un
acuerdo del Pleno municipal, que pide la fiscalización
después del año 1999, es decir después de las eleccio-
nes de mayo, que pide al Tribunal de Cuentas que fis-
calice una parte del tiempo gobernado por la anterior
administración del Partido Popular.

Se marca el Tribunal de Cuentas cuatro fines, que
voy a ir relatando y señalando lo que el Tribunal de
Cuentas concluye. El primero es verificar los procedi-
mientos de control interno del ayuntamiento, para ana-
lizar si son suficientes y garantizan una correcta actua-
ción en la actividad económico-financiera. Concluye el
Tribunal de Cuentas que los procedimientos de control
interno no son suficientes y no garantizan una correcta
actuación en la actividad económico-financiera. Esa es
mi conclusión al leer las conclusiones del Tribunal de
Cuentas.

Como segundo fin, el Tribunal de Cuentas se propo-
ne analizar si la gestión económico-financiera se ha
realizado de conformidad con la normativa de aplica-
ción, y el Tribunal de Cuentas concluye que no se ha
realizado conforme a dicha normativa.

El tercer punto o tercera finalidad que se propone el
Tribunal de Cuentas, es comprobar si los estados con-
tables representan la situación financiera y patrimonial
del ayuntamiento, y deduce que no es así.

El cuarto punto es analizar la contratación adminis-
trativa, que como en el caso de Pozuelo es un enorme
desastre.

Dice el Tribunal de Cuentas que no ha sido analiza-
do un organismo autónomo, el patrimonio deportivo
del ayuntamiento. Agrega el Tribunal de Cuentas que la
fiscalización ha tenido bastantes limitaciones: no esta-
ba actualizado el inventario de bienes y derechos; no ha
aportado relación de deudores; ha sido insuficiente la
información dada por el ayuntamiento de las transfe-
rencias y subvenciones concedidas en el ejercicio 1999,
y a través de estas limitaciones el Tribunal de Cuentas
concluye con un largo relatorio de conclusiones que
también recoge en siete páginas. Es decir, el relato de
irregularidades y anomalías es muy amplio, lo cual
sigue llamándome la atención.

En los puntos 1 y 2 de los objetivos de fiscalización
que hemos leído antes, verificar los procedimientos de
control y analizar si la gestión económico-financiera se
ha realizado, el Tribunal de Cuentas concluye, como he
dicho, que en ninguno de los dos casos el fin propuesto
está conseguido, pero nos relata una serie de anomalí-
as: no hay un organigrama comprensivo de las compe-
tencias y responsabilidades de los diferentes servicios;
no hay adecuada segregación de funcionarios; hay
aprobación de gastos sin autorización y fiscalización
previa; expedientes de gastos con deficiencias; recono-
cimiento por el alcalde, el 26 de junio de 2000, de los
documentos contables que no había firmado correspon-
dientes a las cuentas generales 1995, 1996, 1997,1998
y 1999; pero hay que decir que este alcalde no es el que

estaba en 1995, 1996, 1997, 1998 ni 1999, sólo estaba
en 2000; por tanto, se hace cargo de unos documentos
contables que no es que no hubiera firmado, es que
correspondían a otra situación.

Tengo aquí relatadas más anomalías: recaudación
tributaria encomendada a un recaudador privado, sobre
el punto 3, referido a la situación financiera. La cuenta
general de 1999 no ha sido presentada por el alcalde a
la Comisión especial de cuentas. La liquidación del
presupuesto de la corporación y del patronato de depor-
tes del año 1999 no ha sido aprobada, etcétera. En la
contratación, aunque es evidente que la dimensión de
Guadarrama es mucho menor en su capacidad inverso-
ra que la de Pozuelo de Alarcón, vemos aquí, una serie
de anormalidades que a uno le preocupan, porque en la
contratación reside uno de los males que a veces los
ciudadanos achacan a los partidos políticos en su ayun-
tamiento, y sobre esto es sobre lo que habría que ser
más determinante.

No quiero seguir, señor presidente. Creo que esto
relata bien la situación del ayuntamiento en el ejercicio
fiscalizado. El estado de la cuestión ha estado marcado
por desidia e incumplimiento; creo que ha sido la situa-
ción producida por la gestión de ese municipio, y mi
pregunta es de rigor: ¿Hay responsabilidades o sólo son
deficiencias e irregularidades, sin más trascendencia,
señor presidente del Tribunal de Cuentas?

El señor VICEPRESIDENTE: Por el Grupo Parla-
mentario Popular, tiene la palabra la señora Arévalo.

La señora ARÉVALO ARAYA: Muchas gracias,
señor presidente del Tribunal de Cuentas, por su com-
parecencia en esta Comisión y por la presentación del
informe de fiscalización del Ayuntamiento de Guada-
rrama.

Ubicándonos, Guadarrama, pueblo de fundación
árabe y lugar de paso obligado para antiguas ciudades
como Ávila, Arévalo, Toledo y Granada y situado a
unos 47 kilómetros en el nordeste de Madrid, es un
municipio con un importante desarrollo demográfico,
pasando de los 8.251 habitantes que tenía el 1.º de
enero de 1998 a los 14.000 con que cuenta en la actua-
lidad. Es un municipio cuya fuente principal de ingre-
sos es básica y exclusivamente el turismo, lo que hace
que su población alcance las 50.000 personas en los
meses de verano, y tiene un presupuesto consolidado,
para el año de su fiscalización, de 1.876 millones de
pesetas.

Creemos necesario resaltar lo ya comentado por el
presidente del Tribunal de Cuentas y apuntado, pero no
correctamente por el señor Acosta, acerca de cómo se
inicia este procedimiento de fiscalización. Se inicia,
efectivamente, porque se aprueba en la Asamblea de
Madrid, pero a petición unánime del Pleno de la corpo-
ración, en donde estaban representados el Partido
Socialista, un grupo independiente y el Partido Popu-
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lar, que en el momento de la solicitud acababa de ganar
las elecciones de 1999, si bien no contaba con mayoría
absoluta. Es importante este matiz que yo introduzco.
(El señor Acosta Cubero: He dicho lo mismo.)

Creemos que con ello se deja claro que no se ha
puesto obstáculo alguno al examen de las cuentas loca-
les, pese a que en todo momento el alcalde es conscien-
te de las numerosas carencias con las que cuentan, que
impiden que la gestión se realice con la estricta forma-
lidad que se exige en las leyes reguladoras de la Admi-
nistración local. Se pone de manifiesto una dicotomía
típica en estos casos, en donde de haberse dedicado los
escasos recursos materiales y humanos con que se con-
taba al cumplimiento estricto de los procedimientos
administrativos, probablemente se habría paralizado la
Administración local y esto habría ido en detrimento
del interés público que es lo que, en primera instancia,
debe ser siempre la prioridad de los políticos. No pre-
tendemos venir aquí a justificar incumplimientos sino
que, constatadas las deficiencias e irregularidades de
este ayuntamiento y de los ayuntamientos en general
de pequeño tamaño que fiscaliza el Tribunal de Cuen-
tas, consideramos necesario evidenciar esta generali-
dad con la que cuentan las administraciones locales.
Con escasos recursos y poco asesoramiento sufren para
combinar la necesidad de cumplir con procedimientos
formales estrictos administrativos y, por otro lado,
cumplir con la obligación de mejorar la calidad de vida
de sus habitantes administrando recursos e invirtiendo
en obras y servicios. Decía que es importante resaltar
que el alcalde del Partido Popular que solicitó su pro-
pia fiscalización fue cesado mediante una moción de
censura que firmaron el Partido Independiente Local y
el Partido Socialista, que supuso que durante unos
meses el alcalde fuese el del grupo independiente, pero
que automáticamente, por el resto de la legislatura, fue
el alcalde socialista. Es decir, en el momento de mate-
rializarse la fiscalización al frente de este ayuntamien-
to, a la hora de aportar los documentos y de formular
las alegaciones el alcalde era un alcalde socialista. (La
señora Costa Campi: Esto se lleva a los tribunales y
no se dice aquí.) Este mismo alcalde dice en una de
sus alegaciones que no se pueden asumir ni compartir
ni el cuerpo del anteproyecto del informe de fiscaliza-
ción del Ayuntamiento de Guadarrama en el ejercicio
de 1999 ni sus conclusiones. Centrándonos en el infor-
me de fiscalización se destaca, dentro de las recomen-
daciones que formula el Tribunal de Cuentas, la necesi-
dad de que se implante un organigrama adaptado a la
dimensión de este ayuntamiento y que la intervención
del mismo no concentre tantas funciones, ya que deri-
vado de este exceso de concentración se justificarían
numerosas de las deficiencias detectadas.

Por ello me gustaría preguntar al presidente del Tri-
bunal de Cuentas si, a su modo de ver, teniendo un
interventor funcionario de habilitación nacional que
tiene plaza en propiedad y entendiendo que debe ser

una persona con la suficiente cualificación e indepen-
dencia, se justifica la falta de control y rigor en su
exceso de protagonismo en la administración preten-
diendo ser, por así decirlo, juez y parte, quizá debido a
la escasez de medios materiales y humanos. También
se recomienda, como se ha dicho, que se establezcan
procedimientos normalizados para la gestión de ingre-
sos y gastos y que se formen expedientes completos,
se realicen conciliaciones y arqueos periódicos, que se
depuren los saldos acreedores y deudores con terceros
así como que se realice un seguimiento sistemático de
sus derechos pendientes de cobro. Asimismo, que se
identifiquen adecuadamente los bienes y derechos que
integran el patrimonio inmovilizado del ayuntamiento
y se controle la tesorería de la corporación, implantan-
do procedimientos normalizados que se concilian en la
totalidad de los cobros y pagos realizados en el ejerci-
cio 1999 y, finalmente, que se adopten medidas para
mejorar la planificación y proyección de las inversio-
nes. En resumen, una serie de medidas con acertado
criterio que pretenden mejorar la gestión administrati-
va, algunas de las cuales ya se han implementado, tales
como son la formación de un organigrama y la elabo-
ración de la RPT del personal. Estamos convencidos
de que una mejor racionalización y distribución de las
funciones derivará automáticamente en unas mejoras
en las demás actuaciones administrativas, que al estar
más distribuidas y con responsables identificados per-
mitirá que sean abordadas sin tanta saturación por
parte exclusiva de la intervención. También se recoge
en las alegaciones del ayuntamiento las mejoras reali-
zadas en las tareas de gastos e ingresos, normalizando
procedimientos con nuevas aplicaciones informáticas,
incrementando el personal y, sobre todo, aumentando
una formación continua. Esta fiscalización ha servido
para mejorar la gestión de los recursos públicos en la
Administración fiscalizada pero, como suele ser habi-
tual, poniendo de manifiesto la dificultad que supone
el acatamiento estricto de la ley para todos los peque-
ños municipios con escasez de medios. En ese sentido,
me gustaría recordar las recomendaciones que se han
vertido desde la Federación Española de Municipios y
Provincias, mediante un informe elaborado por la
comisión técnica para el estudio y propuestas de medi-
das para la reforma de la financiación de las Hacien-
das Locales, presentado en julio de 2002, en donde se
realizan recomendaciones para que los diferentes
municipios en función de su tamaño y de su presu-
puesto se acojan a procedimientos contables diferentes
y con una mayor o menor complejidad en atención a
los parámetros citados. Para acabar, me gustaría citar
las palabras que en las alegaciones presentadas ante el
Tribunal de Cuentas firma el alcalde del Partido Socia-
lista que estaba en el momento de materializar la fisca-
lización y que exactamente dicen: Comprobados el
cien por cien de los pagos se puede reiterar que no se
ha encontrado uno que se haya destinado a fines dis-
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tintos del interés público y de la gestión municipal. No
lo digo yo, lo dice el alcalde que censuró al alcalde del
Partido Popular, y este alcalde socialista se ha someti-
do a una fiscalización que es a la que nos sometemos
todos los políticos en las corporaciones cada cuatro
años y él ha entendido no la fiscalización del Tribunal
de Cuentas, pero sí la del electorado que le ha dado un
suspenso y, en definitiva, esta fiscalización ha conclui-
do con que de nuevo el alcalde el Partido Popular ha
logrado la mayoría absoluta y en la actualidad gobier-
na de nuevo en este ayuntamiento. (El señor Acosta
Cubero: ¡Qué entusiasmo!— La señora Costa
Campi pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: ¿A qué efectos pide la
palabra, señora Costa?

La señora COSTA CAMPI: Le rogaría que solici-
tara a la portavoz del Grupo Popular que retirara las
desafortunadas frases en relación con la ocultación
voluntaria de información y documentación por parte
del alcalde que estaba ejerciendo sus funciones en el
momento en que el Tribunal de Cuentas hacía su fisca-
lización. Entiendo que esta desafortunada frase ha sido
fruto más de expresiones verbales que de una actitud
política, porque de ella se derivaría una acusación de
prevaricación a los inspectores del Tribunal de Cuentas
y al alcalde. Ruego, por favor, que en aras de la defensa
de la honestidad de nuestras instituciones se retirara
esta frase.

El señor PRESIDENTE: Señora Costa, debo decir-
le que no he entendido nada de eso, pero en todo caso
le voy a dar la palabra a la señora Arévalo para que le
conteste.

La señora ARÉVALO ARAYA: Reitero todo lo que
he dicho. Creo que no me ha entendido o no me ha
escuchado con la atención debida. Lo que he dicho es
que en el momento de materializarse la fiscalización en
el ayuntamiento y a la hora de aportar los documentos,
el responsable no era el alcalde al que habían censura-
do, que era el alcalde del Partido Popular; era el alcalde
censurante el que estaba al frente y tenía la responsabi-
lidad, con lo cual en ningún caso he hablado de oculta-
ción. Se han aportado todos los documentos y me ima-

gino que los primeros interesados en aportar toda la
documentación para desacreditar la actuación o la ges-
tión administrativa de nuestro alcalde serían ustedes.
Ustedes lo han facilitado todo, han sido absolutamente
transparentes y estoy convencida de que el Tribunal de
Cuentas ha contado con todos los documentos y con
todos los documentos se ha emitido este informe de fis-
calización, informe de fiscalización sobre el que curio-
samente, cuando después lo recibe el alcalde socialista,
dice lo que he dicho: que ni un solo céntimo de ese
ayuntamiento se ha dedicado a otra cosa que no sea la
gestión municipal, y además también es curioso que
sea el alcalde socialista que recibe el informe de fisca-
lización el que dice que no comparte las conclusiones
que emite el Tribunal de Cuentas y el que hace más de
40 páginas de justificación de la gestión municipal. Eso
ha quedado claro, es lo que he dicho y por eso lo man-
tengo.

El señor PRESIDENTE: Aclarado este punto, tiene
la palabra el señor presidente del Tribunal de Cuentas.

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS (Nieto de Alba): Solamente para hacer dos
aclaraciones que han surgido, una de ellas la del señor
Acosta sobre responsabilidades derivadas de este infor-
me. En efecto, el ministerio fiscal y el servicio jurídico
del Estado han observado diferentes irregularidades
que pudieran dar lugar a responsabilidades contables.
Se ha mandado la documentación a la sección de enjui-
ciamiento y en este momento, a fecha 31 de julio, se ha
procedido al turno como diligencias preliminares. Esta
es la situación. Naturalmente el procedimiento tiene
que continuar.

En cuanto a la pregunta de la señora Arévalo, tiene
que comprender que este presidente no puede hacer jui-
cios de valor que trasciendan los hechos y las conclu-
siones del informe.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
presidente, por su comparecencia y por la información
que nos ha suministrado.

Señorías, se levanta la sesión.

Eran las doce y cincuenta y cinco minutos del
mediodía.
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